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Carta del Decano
Mi primera comparecencia

en el Boletín, después del pe-
ríodo de dimisión y del proce-
so electoral, ha de ser nece-
sariamente para expresar va-
rios sentimientos de agradeci-
miento. Agradecimiento en pri-
mer lugar al numeroso grupo
de compañeros que nos ratifi-
có y otorgó su confianza para
seguir rigiendo los destinos co-
legiales. Este es quizá el mo-
mento de insistir en una idea
que compartimos todos los
miembros de la Junta de Go-

bierno, los nuevos, los reelegidos y los que permanecen en
la misma: que todas las instituciones colegiales y el Colegio
mismo sólo adquieren sentido en el servicio a la Abogacía en
general y a los abogados uno a uno. Por ello, compañeros,
no dudéis en hacer llegar a la Junta de Gobierno vuestras
solicitudes de amparo o ayuda, vuestras ideas y sugerencias
y vuestras críticas. El Colegio es de todos y es la participa-
ción de todos la que le da vida.

Participación es también presentarse a las elecciones y
votar en las mismas y, por ello, mi agradecimiento se hace
extensivo a todos los que participaron en el proceso electoral
como candidatos y como electores.

Y no puedo terminar este capítulo de gracias sin hacer
especial referencia a los compañeros que salen de la Junta
por haber terminado su mandato. Aquí, sin duda interpretan-
do el sentir de todos los colegiados , quiero hacer constar lo
que ya dije en el acto de toma de posesión: que con José
Antonio Blesa Lalinde, Mabel Toral García, Carmen Roigé
Colás, Javier Ariño Barcelona y José Miguel Revillo Pinilla,
tenemos todos contraída una deuda de gratitud por su entre-
ga y por su eficacia en el desempeño de tareas colegiales.
Yo confío en que, como ya es así, van a seguir colaborando
en ellas, pues constituyen un activo del que el Colegio no
puede prescindir.

La fecha en que escribo estas líneas hace imposible no
recordar el salvaje atentado del 11 de marzo de 2004. Desde
aquí quiero reiterar la repulsa y condena de toda clase de
terrorismo que hicimos todos los abogados de Zaragoza y
expresar nuestra solidaridad con las víctimas y sus familias.
Confiemos en que se castigue a los culpables como se mere-
cen, en que las víctimas reciban toda la reparación que sea
posible y que actos tan crueles y tan malvados no vuelvan a
repetirse.

El Decano

Francisco Javier
Hernández Puértolas
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Tenía ya escrito otro artículo al cierre de este
nuevo número del Boletín, primero que voy a
coordinar personalmente cuando de vuelta a mi
casa escuchaba en la radio del coche una nue-
va versión de la canción que contiene en una
de sus estrofas la frase que comienza con el
título de este artículo y continúa con la frase ...
“que la que la gente no me sea indiferente”

Ya en mi despacho busqué la letra completa
de dicha canción en internet, pues aunque la
recuerdo de memoria casi entera quería com-
pletar la reflexión que hice mentalmente cuan-
do la escuché en mi vehículo mientras atrave-
saba el tercer cinturón de nuestra ciudad.

Me gusta tanto el contenido de la letra que
se me antojaba que casi podía transcribirla como
una especie de manifiesto en el que gustoso
pondría mi firma, pero quizá hubiese sido des-
considerado con mis colaboradores que han
escrito sus artículos originales y nos han rega-
lado a todos con su precioso tiempo.

Por eso vuelvo a las ideas que me bullían en
la cabeza mientras conducía, y hacía mía esa
frase y la aplicaba a la vida colegial, y a la reali-
dad de la participación de todos en la defensa
de nuestros intereses. Me venía a la cabeza el
oportuno artículo que nuestro Vicedecano ha es-
crito en este mismo número y que insiste bri-
llantemente y con el estilo directo y franco que
le caracteriza, sobre el mismo gran tema de la
participación de todos los compañeros.

Realmente”le pido a Dios que lo injusto no
me sea indiferente” y “que el futuro no me sea
indiferente” y que la suerte de los compañeros y
la profesión no me sea indiferente, y es más le
pido a Dios que, a todos los que han colaborado
y colaboran activamente por intentar solucionar
los grandes problemas que tiene esta profesión,
los demás compañeros y la profesión no les sea
indiferente.

Como miembro de la Junta de Gobierno re-
cientemente elegido no puedo hacer nada por
la profesión si no cuento con vosotros, compa-
ñeros. Tened la seguridad que el tiempo y el
esfuerzo que empleéis en la lucha por los inte-
reses comunes irremediablemente va a contri-
buir a la defensa y mejora de las condiciones
individuales de nuestros despachos y que en nin-
gún caso el trabajo por el colectivo va a ser un
tiempo perdido.

SOLO LE PIDO A DIOS...
Miguel Rivera Marcos. Diputado 7º

Son muchas las dificultades y los problemas
que tenemos todos en el día a día profesional,
pero con ilusión pueden afrontarse y superarse.
El Colegio tiene que ser esa gran organización
que defienda los intereses de sus colegiados y
por esta idea con vuestra ayuda pretendo poner
todo mi empeño en esta nueva tarea.

Las distintas secciones, agrupaciones y co-
misiones brindan la oportunidad de participar a
todos los colegiados en los más diversos asun-
tos de interés para todos, y el mínimo esfuerzo
de cada uno de nosotros tened por seguro que
tiene una grata recompensa personal.

Las dos tareas que me ha encargado la Jun-
ta son la coordinación del boletín y de las sec-
ciones, por tanto directamente dirigidas a pro-
mover la participación de todos, tarea que con
gusto asumo y una de mis principales luchas
desde que empecé a colaborar en el Colegio y
quizá una de las tareas más duras dado el ca-
racterístico despego de una gran mayoría de
compañeros para todo lo relacionado con el
Colegio.

Cada uno de los compañeros cuenta, cada
una de las ideas cuenta, cada una de las apor-
taciones cuenta, ¿a qué esperáis?, ha llegado
el momento de dar un vuelco a las cosas, de
que la protesta de pasillos antes de entrar a una
vista se convierta en la acción decidida para so-
lucionar el problema que origina la protesta, que
de las protestas se pasen a los hechos y que
con el amparo colegial “no dejemos pasar ni una”
a todo aquel que intente poner la zancadilla a
nuestra profesión, ni jueces, ni funcionarios, ni
fiscales ni clientes, ni administraciones, ni go-
biernos ni legisladores, deben irse de “rositas”
cuando ataquen nuestros intereses, pero para
eso no puedo ser yo un simple miembro de Jun-
ta, ni un Decano ni una Junta entera los que
como el que clama en el desierto se erijan como
adalides en defensa de la profesión, tenemos
que ser todos.

Solo le pido a Dios que no termine siendo
Alonso Quijano, y que toda la vida sea D. Quijo-
te de la Mancha, aunque de vez en cuando ter-
mine estrellado contra las aspas de un molino o
apaleado y mal trecho.

Punto de VPunto de VPunto de VPunto de VPunto de Vista. El Coordinadorista. El Coordinadorista. El Coordinadorista. El Coordinadorista. El Coordinador
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OpiniónOpiniónOpiniónOpiniónOpinión

El pasado 31 de enero, con la toma de posesión
del decano electo, terminó mi periodo como Decano
en funciones (Decano e.f.). Siglas que siempre me
han recordado a algo así como “federal” (cosas mías
que, a buen seguro, tendrán su significado en mi
subconsciente, supongo).

Han sido dos meses y medio de experiencias,
responsabilidades, vivencias y actividades nuevas
que, confieso, nunca busqué pero cuyo desempeño
me han llenado de satisfacción y orgullo.

Tampoco niego que lo he hecho con mucho gus-
to y a mucha honra, pues me ha gustado, y me ha
honrado haber dirigido los designios de mi Colegio
y de mis compañeros aunque haya sido durante tan
corto periodo de tiempo.

Todo ello ha sido posible merced a la colabora-
ción de un buen número de ayudas. El personal del
Colegio, los miembros de la Junta, los miembros de
las Comisiones a las que pertenezco, los compañe-
ros que “dan el callo”, la gente de mi despacho y mi
propia familia. Todos ellos han sido comprensivos
con la transitoria situación, benévolos y pacientes.

A todos he de agradecer su comprensión, cola-
boración y entrega. GRACIAS.

Dicho esto, que constituye la excusa de estas
líneas, quiero hacer algunas reflexiones sobre de-
terminados aspectos que, en definitiva, es lo que
realmente ha motivado que quisiera  dirigirme a to-
dos los compañeros.

La situación que he vivido me ha permitido tener
otro punto de vista del Colegio y de la profesión. Ni
mejor ni peor, distinto. Una nueva perspectiva.

Mi especial punto de vista me ha permitido ver y
comprender lo necesario, vital, esencial e impres-
cindible que es la colaboración, cooperación y soli-
daridad de los colegiados, de todos.

Nadie como el Decano (podéis creerlo) puede ex-
perimentar la  “soledad” en que, a veces, se encuen-
tra quien dirige un Colegio (Decano y Junta) con casi
cuatro mil colegiados, el vértigo que se experimenta
cuando te encuentras con cientos de problemas a
los que hay que dar solución, mejor o peor, más o
menos adecuada, la posible, la cesta que se puede
confeccionar con los mimbres que tenemos. Todo
ello hace necesario “arrimar el hombro”.

En definitiva, mi  mensaje  es bastante sencillo y,
supongo, que claro.

El Colegio no es algo que tenga pies y manos,
que funcione solo, que nos haya de dar o nos tenga
que hacer cosas. El Colegio somos todos los cole-

GRACIAS y ..... “un poquito de por favor”
Miguel Ángel Camarero Charles. Vicedecano

giados, sin excepciones y, en consecuencia, será
bueno si los colegiados somos “buenos” y no servirá
para nada si los colegiados “no servimos para nada”.

Aquí no vale pagar la cuota y ya está, como en un
club deportivo (que da derecho a decir improperios
como, por ejemplo, en el campo de fútbol) esto es
otra cosa. El compromiso y la prestación personal
son esenciales e inherentes a la profesión. Además,
la perspectiva debe ser más amplia y el horizonte
generoso. Lo hecho por y para el Colegio no redun-
da tan sólo en él (que no es nada, en sí mismo con-
siderado) sino en los colegiados  de forma inmediata
y en la Sociedad (con mayúscula) de forma mediata.
Merece la pena meditarlo.

Si hay un retraso en alguna cuestión colegial -por
ejemplo- del turno de oficio, o en el informe de una
minuta, o en aspectos similares, hay que pensar que
detrás de todo ello siempre hay algún compañero
dejándose literal y literariamente “los cuernos” para
que salga bien, y pensar que si en lugar de un com-
pañero hubiese una docena, las cosas cambiarían.
No puede, no debe criticar, exigir u opinar aquel que
jamás participó, ni colaboró en, al menos, intentar
solucionar el problema o anomalía que hábilmente
“detecta”.

Estas líneas deberían tener mayor eco entre los
colegiados jóvenes pues, al fin y a la postre, son quie-
nes más tiempo tienen por delante, tanto para dar y
ofrecer generosamente, como para obtener a lo lar-
go de su vida profesional. Salir del letargo, sacudiros
la pereza, ser generosos, como otros lo están sien-
do con vosotros.

Hay que desterrar la consabida,  manida y tre-
mendamente injusta frase de ¿qué hace por mí el
Colegio?, y sustituirla por una más sencilla de la que
cada cual sabe la respuesta ¿qué hago yo por el
Colegio?.

La primera pregunta es ofensiva para los compa-
ñeros que trabajan codo con codo por el Colegio, por
los colegiados y, en definitiva, por la sociedad. Insul-
tante para los más de doscientos compañeros que
en una u otra labor, directa o indirectamente colabo-
ran con el Colegio.

La segunda tiene respuesta y está en cada uno
de nosotros.

A quienes ya están colaborando GRACIAS, a quie-
nes todavía no colaboran... “un poquito de por
favor”.
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INTRODUCCIÓN

La reforma de la Legislación penal que entró en vi-
gor el pasado 1 de octubre ha supuesto, prácticamente,
la creación de un nuevo Código Penal, modificando sus-
tancialmente los criterios del de 1.995, incrementando
el principio represivo del aislamiento del delincuente y el
retributivo de la pena. Es decir que el delincuente ingre-
se en prisión y que “pague” por lo que ha hecho. No
cabe sacar otra conclusión al disponerse, en la reforma
aprobada, reducir a 3 meses, la pena mínima para in-
gresar en prisión, olvidando que para luchar contra la
delincuencia no basta solo el endurecimiento de las pe-
nas, (si es que eso sirve para algo) sino que también
debe de lucharse contra las circunstancias que la origi-
nan y entre una de ellas la pobreza.

Esta reforma nació demasiado rápida, es decir con
todos aquellos requisitos prohibidos para cualquier re-
forma legislativa, al coincidir en ella tanto la inmediatez
a situaciones concretas que se quieren resolver (y que
privan a la Ley del principio de generalidad) como de la
falta de meditación y reposo, necesarios en cualquier
legislador que se precie. Las prisas jamás han sido bue-
nas consejeras del legislador, como tampoco lo han sido
del letrado que se precie de tal.

Sorprende, igualmente, sobremanera, que esta re-
forma olvide la seguridad que podemos llamar financie-
ra de los pequeños ahorradores (consumidores, caso de
las academias de idiomas o las estafas con las vivien-
das), Al igual que también sorprende, entre otras cues-
tiones, que eleva la cantidad que convierte una infrac-
ción administrativa en delito, en el caso concreto de los
delitos contra la hacienda pública o las defraudaciones
a la Seguridad Social, o a los presupuestos comunita-
rios, etc, etc.

Todo ello, sin olvidar el incremento de la población
penitenciaria, que se ha producido en los últimos meses
(cercano ya a los 65.000 presos) y la especial inciden-
cia, que esta situación ha tenido -sobre todo- para los
personas extranjeras. Estos son los elementos funda-
mentales de la reforma:

1.- LA RESPONSABILIDAD DE LOS MANDATARIOS
Y REPRESENTANTES DE PERSONAS JURÍDICAS

Se decreta la responsabilidad personal de aquel que
interviene como administrador o mandatario, cuando no
se den en él las circunstancias para que pueda ser con-
siderado autor, si esas circunstancias se dan en aquel
al que representa. Además, será responsable -si se im-
pusiera la pena de multa- el mandante o la persona o
entidad en cuya representación se obre. En el caso de
sociedades es más que complicada la aplicación de esta
reforma por cuanto se puede sancionar (multas) indirec-
tamente por las repercusiones que tenga en el patrimo-
nio de la compañía, a los socios que no han cometido
ninguna acción delictiva, pero que tienen una cuota parte
de capital social.

Debe de prestarse especial atención a lo dispuesto
en el nuevo artículo 127, que hace referencia a las con-
secuencias accesorias de los delitos, que pueden afec-
tar a las compañías mercantiles y en su consecuencia a
los socios de las mismas.   El Art. 129 permite la clausu-
ra temporal de la empresa o sociedad o se permite la
intervención de la sociedad o empresa para salvaguar-
dar los derechos de los trabajadores o de los acreedo-
res. O incluso su disolución o suspensión de activida-
des. (Art. 129).

2. - LAS NUEVAS PENAS

  1.- La pena de prisión tendrá una duración míni-
ma de tres meses, frente a los seis meses actuales.
(Art. 33, número 3). Una solución absolutamente recha-
zable porque  las penas privativas de libertad de corta
duración des-socializan y estigman al delincuente, que
pierde el trabajo, sus amigos, sus vínculos y habilidades
sociales y queda señalado “de por vida” como ex-presi-
diario y se le socializa en el grupo social de los delin-
cuentes, sin olvidar que en tres meses de estancia en
una prisión no se puede realizar ninguna posibilidad de
tratamiento, con ese ciudadano. Resultando, precisamen-
te, que aquellos que no puedan satisfacer la responsa-
bilidad civil derivada del delito, serán los que cumplirán
estas penas que sí se suspenderán para los que pa-
guen la responsabilidad civil. Una situación cuando me-
nos injusta. Todo ello, sin olvidar los riesgos (enferme-
dades de transmisión sexual y de otras clases -tubercu-
losis-  y drogadicción) que azotan a los habitantes de las
prisiones y el “aprendizaje” de los delincuentes prima-
rios en las prisiones.

2.- Se modifica la clasificación entre penas me-
nos graves y graves. A partir de ahora serán graves las
penas de prisión superiores a cinco años. Serán penas
menos graves, la de prisión de tres meses hasta cinco
años. Se pretende armonizar los delitos que son enjui-
ciados por la Audiencia Provincial (penas graves) y los
que son enjuiciados por los Juzgados de lo Penal (pe-
nas menos graves) (Art. 33 números 2 y 3)

3.- Se crea la pena de localización permanente,
que en realidad es el arresto domiciliario del antiguo có-
digo, pero modernizado porque puede cumplirse en cual-
quier lugar y Se suprime la pena de Arresto de fin de
semana (art.33 número 4), que se sustituye por las pe-
nas de: Prisión desde tres meses; Trabajos en beneficio
de la Comunidad (que hasta ahora ha tenido pocas pla-
zas y a la que se le da una duración, demasiado larga,
de hasta un año); Multa y Localización permanente

4.- La pena de alejamiento adquiere un nuevo al-
cance, con posibilidad de medios electrónicos de con-
trol y hasta diez años de duración. En el caso de violen-
cia de género, se suspende el régimen de visitas, comu-
nicación y estancia con los hijos, que se hubiera recono-
cido en la Sentencia Civil, hasta el total cumplimiento de
la pena. (Otro caso más de privación del derecho a la
reinserción y de desocialización del delincuente), que

LA REFORMA PENAL EN MATERIA DE CUMPLIMIENTO DE LAS PENAS Y OTRAS MEDIDAS DE POLÍTICA CRIMINAL
José María Chacón Vallés. Abogado

Jurídicos. PJurídicos. PJurídicos. PJurídicos. PJurídicos. Penalenalenalenalenal
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Jurídicos. PJurídicos. PJurídicos. PJurídicos. PJurídicos. Penalenalenalenalenal
puede incrementar que se judicialicen en demasía las
desavenencias conyugales.

5.- La pena de multa tendrá una duración mínima
de diez días. (Antes de cinco) resulta sobrecogedor y
repugnante al principio de igualdad, que se haya subido
proporcionalmente más, la cuota mínima de la multa (1,21
euros) que la cuota máxima (330,50) que pasan a 2 euros
y 400 euros.

3.- LAS AGRAVANTES Y ATENUANTES

Se modifica, de manera beneficiosa para el conde-
nado el artículo 68 del Código Penal, que señala que
cuando se dé la circunstancia primera del artículo 21 del
C.P., los jueces impondrán la pena inferior en uno o dos
grados a la señalada por la Ley, cuando antes, el texto
decía podrán imponer. El mandato imperativo es claro el
texto dice impondrá, luego obliga.

4.-  LA EJECUCIÓN REAL DE LA PENA

El nuevo artículo 76 -pudiendo haberlo hecho-  no
regula el tema de las largas condenas, sino que más
bien las consagra. El art. 78 viene a diseñar una nueva
regulación de la vida penitenciaria de aquellos condena-
dos a los que se les aplican las limitaciones del artículo
76 (reducción de la pena realmente ejecutable), al seña-
lar que los beneficios penitenciarios, referidos a permi-
sos, clasificación en tercer grado y cómputo de la liber-
tad condicional se refieran a la totalidad de las penas
impuestas en las Sentencias, lo que es obligatorio en
determinados casos, si la pena a cumplir resulta inferior
a la mitad de la suma total de las impuestas.  En todo
caso, en estos supuestos, el Juez de Vigilancia podrá
acordar el régimen de cumplimiento general. Debe de
darse audiencia y existen circunstancias especiales,
según la tipología del delito.

5.- FORMAS SUSTITUTIVAS DE LAS PENAS PRIVA-
TIVAS DE LIBERTAD Y DE LA LIBERTAD CONDI-
CIONAL

Para dejar en suspenso las penas privativas de li-
bertad inferiores a dos años, deberá de hacerse mediante
resolución motivada, y, atendiendo fundamentalmente a
la peligrosidad criminal del sujeto, así como a la existen-
cia de otros procedimientos penales contra éste. Es
menester destacar que habla de “otros procedimientos
penales”. (Art. 80. Para el cómputo, en orden a la sus-
pensión de las penas inferiores a dos años, no se ten-
drán en cuenta los arrestos sustitutorios, en caso de im-
pago de multa. (Art.81).

Ya no se hace mención a que, mientras se tramita la
suspensión de la condena privativa de libertad inferior a
dos años, los Jueces y Tribunales “no comunicarán nin-
gún antecedente al Registro Central de Penados y Re-
beldes”, (art.82.). Se podrá proceder a señalar, además,
el cumplimiento de una serie de obligaciones. Art. 83 y
84, para el caso de maltrato familiar. Si cumple las con-
diciones de la suspensión, el Juez o Tribunal acordará
la remisión de la pena.

La suspensión excepcional de las penas privativas
de libertad de hasta cinco años, esta prevista para aque-
llos penados que hubiesen cometido los hechos por su
adicción a sustancias tóxicas o estupefacientes, siem-
pre y cuando el condenado acredite por centro acredita-
do u homologado que se encuentra en tratamiento o des-
habituado. Puede condicionarse a que no se abandone
el tratamiento y se remitan los correspondientes infor-
mes al Tribunal, que habrán de ser remitidos siempre
con periodicidad inferior al año. (Art.87). Ya no cabe
(art.88) la sustitución en el caso de reos habituales.

En el caso del delito del Art.173.2, (tratos degradan-
tes que afectan a la pareja, familia, etc.) Solo cabe la
sustitución de la pena, para el caso de trabajos en bene-
ficio de la Comunidad y además con el correspondiente
tratamiento psicológico y de reeducación. Y las limita-
ciones del art. 83.

En materia de libertad Condicional y Responsabili-
dad Civil, hay una reforma previa por la LEY 7/2003 que
afecta a los artículos 90, 91 y 93.

No puede concederse la Libertad Condicional, si no
se ha satisfecho la responsabilidad civil derivada del
delito. Esta circunstancia sólo se podrá exigir, para los
delitos cometidos, desde la entrada en vigor de la seña-
lada Ley. En todo caso el nuevo artículo 90, dispone en
su nuevo apartado 3º que, para poder obtenerla, deberá
de haberse satisfecho la responsabilidad civil. Hay es-
pecialidades para los delitos de terrorismo y cometidos
en el seno de organizaciones criminales. En todo caso,
en términos generales se habla de que se hayan desa-
rrollado continuadamente actividades laborales, cultura-
les u ocupacionales. (Art.93)

6.- LA EXCARCELACIÓN DE LOS MAYORES DE SE-
TENTA AÑOS Y ENFERMOS

Se ratifican las decisiones jurisprudenciales hasta
la fecha, obligando al Juez de Vigilancia, para el excar-
celamiento a valorar la dificultad para delinquir y la es-
casa peligrosidad. Se prevé, igualmente, en el caso de
peligro patente para la vida, (es decir, para que no fa-
llezca en prisión) que autorice el excarcelamiento, el Juez
de Vigilancia, con informes de los médicos de la prisión
y el forense. Una vez que se produzca la excarcelación.
(Art.92) quedará bajo el control de la Comisión de Asis-
tencia Social de la Dirección General de Instituciones
Penitenciarias.

7.- DE LOS REOS HABITUALES

Se consideran reos habituales los que hubieren co-
metido tres o más delitos de los comprendidos en un
mismo capítulo, en un plazo no superior a cinco años, y
hayan sido condenados por ello. (Art.94).

8.- DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD.

Se da  un nuevo enunciado de las medidas de segu-
ridad, que aparecen en el 96.3 y que solo se aplicarán
cuando la pena que hubiera podido imponerse, no sea
de privación de libertad. (art.95 y siguientes. Su incum-
plimiento será considerado quebrantamiento. (art. 100).
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9.- DE LA EXTINCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD CRI-
MINAL Y DE LA PRESCRIPCION

En el art. 130 se añade, como causa de extinción de
la responsabilidad penal la de la remisión de la pena del
art. 85.2 del y se añade también la prescripción de la
medida de seguridad. En el art. 131 se da una nueva
regulación de la prescripción de los delitos. En el art.
132 se establece un nuevo sistema de cómputo de los
plazos de prescripción y el art. 133 establece un nuevo
sistema para la prescripción de las penas.

10.- DE LA CANCELACIÓN DE LOS ANTECEDENTES
PENALES

Se regula en el art. 136, reconociéndose este dere-
cho, previo informe del Juez o Tribunal, si se tienen sa-
tisfechas las responsabilidades civiles provenientes de
la infracción, excepto en los supuestos de insolvencia
declarada por el Juez o Tribunal sentenciador, salvo que
hubiera mejorado la situación económica del reo o el reo
se halle  al corriente de los pagos fraccionados y hubie-

ran transcurrido los plazos señalados, contados desde
el día siguiente a aquel en que quedará extinguida la
pena.

14.- DE LOS EXTRANJEROS

Viene ya modificado por la Ley Orgánica 11/2003
de 29 de septiembre, el artículo 89, que dispone frente a
la regulación anterior, la expulsión de aquellos extranje-
ros condenados a penas inferiores a seis años, salvo
que el Ministerio Fiscal, excepcionalmente  y de forma
motivada, aprecie que la naturaleza del delito justifica el
cumplimiento de la condena en España. Lo mismo para
condenas superiores, una vez que llegue al tercer grado
penitenciario. En este caso, ya no tiene tanta importan-
cia la satisfacción de la responsabilidad civil de la vícti-
ma o las posibles represalias que pueda sufrir el extran-
jero cuando regrese a su país, caso del  maletero de
drogas a los que se les exige el pago de la droga perdi-
da, por ejemplo. Además, se prima la impunidad, del
delito. Ni que decir tiene la gravedad de esta obligatorie-
dad de esta expulsión en el caso de organizaciones te-
rroristas.

FICHA TÉCNICA DE LA OBRA

Título: “Reformas Procesales, Civiles,
Penales y Contencioso-Administrati-
vas, Ley Orgánica 19/2003, de 23 de
diciembre, de modificación de la
LOPJ”.

Autor/es: Excmo. Sr. Magistrado del
Tribunal Supremo, D. Rafael Fernández
Valverde y el Catedrático de Derecho
Procesal de la Universidad de Vallado-
lid, D. Ernesto Predaz  Penalva.

Editorial: El Derecho Editores
Año de Publicación: Enero 2005
Nº páginas:  130
Precio:Gratuito para clientes de la editorial El Derecho.
Tirada: limitada a 5000 ejemplares.
ISBN: no necesario al no venta al publico.

COMENTARIO

La obra pretende acercar a los profesionales del Derecho las
modificaciones procesales operadas por esta nueva y reciente re-
forma -la más ambiciosa operada sobre la LOPJ de 1985, si de sus
aspectos procesales y orgánicos hablamos,-  y que tanto repercu-
tirán en el trabajo diario del profesional jurídico. La creación de la
segunda instancia penal, la afectación de la nueva LEC en la LOPJ,
la ejecución provisional de sentencias, la creación de las Oficinas
de Señalamiento, la eficacia en España de las sentencias extran-
jeras, etc… son todos ellos temas tratados por los autores con
comentarios de gran rigor y dotados con una indudable visión prác-
tica.

El formato de la obra permite, además, su fácil consulta,
estructurándose en un índice de materias, e incorporando cuadros
singularizados de los preceptos reformados, recogiendo las ver-
siones modificada y vigente del articulado a las que se acompañan
comentarios de los autores.

ASOCIACIÓN ESPAÑOLA CONTRA EL CANCER
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!      OTRA.......................................................
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Titular de la cuenta .................................................
Entidad bancaria .....................................................
Dirección del Banco ................................................
Población del Banco ...............................................
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Con la entrada en vigor el pasado 28 de febrero,
el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 5/
2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabili-
dad penal de los menores (aprobado por Real De-
creto 1774/2004, de 30 de julio), ha venido a cumplir
más de cuatro años y medio después de la publica-
ción de la citada Ley una exigencia contenida en di-
versos apartados y artículos de su texto, en concre-
to en el apartado 24 de su exposición de motivos y
en los artículos 49.1, 55.3, 56 e), h) y n), 59.1 y 60.1.

Se ha optado por aprobar un Reglamento de ám-
bito nacional, lo que sin duda dará lugar a una de-
seable homogeneidad en la aplicación de la ley en
todo el territorio español. Ahora bien, eso no cierra
en modo alguno el desarrollo normativo de la Ley
Orgánica 5/2000 por cuanto corresponde a las Co-
munidades Autónomas “de acuerdo con sus normas
de organización, la creación, dirección y organiza-
ción y gestión de los servicios, instituciones y pro-
gramas adecuados para garantizar la correcta eje-
cución de la medidas previstas en la ley” (artículo
45.1 de la L.O. 5/2000, reiterado en el artículo 8.1
del Reglamento), lo que les deja un importantísimo
margen regulador que afectará directamente al de-
sarrollo de la ejecución material de la medidas judi-
ciales que los citados artículos les encomiendan.

El deseo del legislador de conseguir que dicha
norma sea lo más adecuada posible para alcanzar
los objetivos perseguidos por la ley, le ha hecho pre-
ver expresamente en la Disposición Adicional única
el compromiso del Gobierno de evaluar los resulta-
dos de la aplicación del Reglamento una vez trans-
currido un año desde su entrada en vigor, consultan-
do para ello a las Comunidades Autónomas, al Con-
sejo General del Poder Judicial y al Fiscal General
del Estado, procediendo en su caso a realizar los
ajustes necesarios para garantizar el mejor funcio-
namiento del sistema.

Como ya anuncia el propio preámbulo del Regla-
mento en su segundo párrafo, esta norma sólo pre-
tende abordar un “desarrollo parcial” de la Ley Orgá-
nica 5/2000, en lo relativo a tres materias concretas:
la actuación de la Policía Judicial y del equipo técni-
co, la ejecución de las medidas cautelares y el régi-
men disciplinario de los centros. Por ello, dado lo
limitado de su contenido, la estructura de Reglamento
es muy sencilla, componiéndose de cuatro únicos
capítulos: Capítulo I “Disposiciones generales”; el
Capítulo II “De la actuación de la Policía Judicial y
del equipo técnico”; el Capítulo III “De las reglas para
la ejecución de las medidas”, subdividido a su vez
en tres Secciones, la Sección 1ª “Reglas comunes
para la ejecución de las medidas”, la Sección 2ª “Re-
glas específicas para la ejecución de las medidas no

privativas de libertad”, y la Sección 3ª “Reglas espe-
cíficas para la ejecución de las medidas privativas
de libertad”; y por último, el Capítulo IV trata “Del
régimen disciplinario de los centros”. Pero la gran
mayoría de sus 85 artículos están dedicados a la
ejecución de las medidas sancionadoras-educativas
impuestas judicialmente a los menores, de los cua-
les, a su vez, la mayor parte de ellos se refieren a las
medidas de internamiento.

El Reglamento introduce una serie de novedades
que no estaban contempladas en la ley: la precepti-
va comparecencia del letrado del menor en las solu-
ciones extrajudiciales (artículo 5), aparece la figura
del procurador que no estaba prevista hasta el mo-
mento (artículo 41.6) y la posibilidad de intentar una
conciliación en fase de ejecución, cuando hasta ahora
solamente se permitía en instrucción.

Con la aprobación del Reglamento de desarrollo
(parcial) de la Ley Orgánica 5/2000, el sistema espa-
ñol de justicia juvenil se dota de un instrumento im-
prescindible para su aplicación práctica y material,
resultando necesaria la creación de foros especiali-
zados de debate y estudio sobre las múltiples y va-
riadas cuestiones que, sin duda, generará la puesta
en práctica del Reglamento. Siendo consciente de
esta realidad, el Observatorio Internacional de Justi-
cia Juvenil, Organismo perteneciente a la FUNDA-
CIÓN DIAGRAMA (esta última Organización no gu-
bernamental, de ámbito nacional e internacional que
promueve el desarrollo de Centros, Programas e In-
vestigaciones, destinados a la prevención tratamiento
e integración de menores en conflicto social), orga-
nizó en Murcia la Jornada Profesional de Trabajo,
Reflexión y Análisis sobre el Reglamento de de-
sarrollo de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de ene-
ro, reguladora de la responsabilidad penal de los
menores, los días 17 y 18 de febrero de 2005, y que
tuvo lugar en la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Murcia, encuentro destinado a jueces, fisca-
les, abogados, profesionales de centros de meno-
res, miembros de las fuerzas y cuerpos de seguri-
dad del Estado, técnicos y operadores del sistema
de Justicia juvenil.

Durante día y medio se trabajó en el estudio del
Reglamento, configurándose cuatro grupos de tra-
bajo, cada uno de ellos con un coordinador, dos po-
nentes y un relator que elaboró las conclusiones. Los
grupos de trabajo se configuraron entorno a cuatro
grandes bloques (modalidades de internamiento en
centros; ejecución de varias medidas; contactos con
el exterior: comunicaciones, visitas, salidas... y, por
último, el mantenimiento del orden y la convivencia
en el centro: vigilancia, seguridad y régimen discipli-
nario).

REGLAMENTO DE DESARROLLO DE LA LEY ORGÁNICA 5/2000, DE 12 DE ENERO,
REGULADORA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES

Por Carmina Mayor Tejero.
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En el Acto de Inauguración se expusieron, a modo

de introducción, tres ponencias marco en relación al
Reglamento, destacando la presencia de D. Luis
Villameriel, Secretario General Técnico del Ministe-
rio de Justicia y D. Pedro Núñez Morgades, Defen-
sor del Menor de la Comunidad de Madrid.

Intervinieron en uno de los grupos de trabajo (Las
modalidades de internamiento en centros), Dña. Te-
resa Gisbert Jordá, Fiscal de Menores de la Audien-
cia Provincial de Valencia y perteneciente a la Comi-
sión de Seguimiento de la Ley 5/2000, directores de
diferentes centros de reforma de Andalucía y la apor-
tación inestimable a la jornada de D. Francisco Bue-
no Arús, Presidente de la Sección Cuarta de Dere-
cho Penal de la Comisión General de Codificación
del Ministerio de Justicia, Letrado, Abogado del Es-
tado y uno de los creadores, junto con D. Félix
Pantoja, de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero,
reguladora de la responsabilidad penal de los meno-
res.

Entre otras consideraciones se estimó necesaria
la coordinación entre las diferentes Comunidades Au-
tónomas para la puesta en común de criterios técni-
cos que posibiliten una mayor similitud entre la eje-
cución de las medidas; la importancia del conocimien-
to de la ley, especialmente a los menores, a los pa-
dres y a la sociedad en general, siendo importante
en esta labor de información que tenga un carácter
integral, no sólo de su contenido jurídico sino tam-

bién de los resultados positivos a través de los me-
dios de comunicación, que en muchas ocasiones
hacen un uso alarmista, desinformado o demagógico
generando sentimientos de inseguridad o peligro
hacia nuestros jóvenes; y, la formulación de proto-
colos unificados en materias tales como unidades
de madres y asistencia sanitaria.

La jornada profesional ha permitido un encuentro
más allá del formalismo oficial de las reuniones que
podamos mantener los diferentes profesionales que
intervenimos en Justicia Juvenil, al ponernos al día
en las diferentes aportaciones e intercambiar expe-
riencias.

La entrada en vigor el 28 de febrero de 2005 del
Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 5/2000
supone un notable avance en la consecución de la
seguridad jurídica que exige una materia en la que
tantos derechos fundamentales se encuentran impli-
cados. Es el desarrollo de uno de ellos -el de la igual-
dad de todos los españoles con independencia del
lugar en el que se encuentren, artículo 14 de la Cons-
titución Española- el que asimismo exigirá que las
Comunidades Autónomas traten de homogeneizar lo
más posible las normativas que dicten en los ámbi-
tos de su competencia. De igual modo, cabe esperar
que por las administraciones competentes se dispon-
gan de medios necesarios para que puedan ser al-
canzados los loables objetivos que con todo este
conjunto normativo se persiguen.
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Zaragoza NeZaragoza NeZaragoza NeZaragoza NeZaragoza Nevadavadavadavadavada

La imagen de nuestra ciudad neva-
da es tan insólita que nos ha pare-
cido que debíamos reflejarla gráfi-
camente como noticia.

La Terraza de nuestro Colegio
tampoco fue ajena a este aconteci-
miento, cuando menos curioso, pre-
sentando el aspecto que podemos
contemplar en la imagen de la de-
recha, que bien podría utilizarse
como postal navideña.

El Teatro Principal, en
esta ocasión, aparecía
con un telón muy espe-
cial.
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La Ley 22/2003, de 9 de julio, ha venido a introducir en
el Ordenamiento Jurídico Español esas dosis de seguridad
y suficiencia de que adolecía la tan anacrónica y dispersa
legislación en la materia vigente hasta la fecha. No me atre-
veré a aseverar lo que aseveró PIETRO CASTRO, allá por
el año 1976, refiriéndose a nuestro Derecho de Quiebras,
calificándolo como compuesto por un conjunto de normas
“perjudiciales para la Nación”, y no por las connotaciones
de tan rabiosa vigencia en la actualidad política y sociológi-
ca de España respecto al concepto de “Nación” y “Nacio-
nalidad”, (aspecto éste que, obviamente, por ajeno al obje-
to de estas líneas no trataré), sino por razones eminente-
mente jurídico-mercantiles, pero sí afirmo con rotundidad
que la obsolescencia, confusión, dispersión e inseguridad
jurídica a que veníamos abocados bajo el imperio de las
legislaciones concursales precedentes ha sido manifiesta.

Ciertamente, quizá una de las materias donde se haya
logrado una mayor sistematización legal que enerva sobre-
manera el desconcierto legal precedente, hoy entiendo que
suficientemente superado, sea la de los efectos de la de-
claración del concurso.

En efecto, y para exponer ordenadamente la esencia
de la regulación en este aspecto, expondré separadamen-
te los efectos sobre el deudor, sobre los acreedores y so-
bre determinados actos perjudiciales para la masa.

a) Efectos sobre el deudor
El tradicional principio general de inhabilitación del deu-

dor para regir sus bienes se convierte en una excepción en
la nueva Ley Concursal. Es la intervención y, en su caso, la
suspensión de las facultades patrimoniales del deudor lo
que constituye la reglamentación general vigente en la
materia tratada.

Así, el auto de declaración de concurso habrá de pro-
nunciarse en cuanto a los efectos sobre las facultades pa-
trimoniales de administración y disposición del deudor, as-
pecto respecto del cual debe diferenciarse según nos ha-
llemos ante un concurso voluntario (solicitado a instancia
del propio deudor), o ante uno necesario (solicitado por
acreedores, o bien si en los tres meses anteriores a la soli-
citud de concurso se hubiese presentado y admitido a trá-
mite otra por cualquier legitimado para ello aunque éste
hubiese desistido o no se hubiere ratificado), ya que en el
primero de los casos,,el deudor sufrirá una mera interven-
ción de sus facultades patrimoniales por parte de la admi-
nistración concursal, que se traducirá esencialmente en la
preceptiva autorización o conformidad de los actos verifi-
cados por el deudor; y en el segundo de los supuestos, nos
encontraremos ante la suspensión de las facultades
meritadas, siendo “despojado” de las mismas y sustituido
en su ejercicio por los administradores concursales.

Esta es la regla general ahora vigente. Ello empero, el
Juez, a través de resolución motivada al efecto, podrá acor-
dar que el principio de intervención de facultades previsto
generalmente para el caso de concurso voluntario se apli-
que en el necesario, y el de suspensión, preceptuado ge-
neralmente para el concurso necesario, tenga observancia
en el voluntario.

Y como excepción a lo que acabo de exponer, y exclu-
sivamente contemplado el supuesto de que el concurso sea
calificado como “culpable”, se declarará la inhabilitación del

LOS EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DEL CONCURSO DE ACREEDORES
A LA LUZ DE LA NUEVA LEY CONCURSAL

Raúl Palacín Ramos. Abogado. Profesor Asociado de Derecho Privado de la Univ. Zaragoza

deudor en punto a sus facultades de administración y dis-
posición, propias y ajenas, durante un periodo de dos a
quince años en atención a parámetros de gravedad y enti-
dad del perjuicio.

b) Efectos sobre los acreedores
Todos los acreedores del deudor, una vez declarado el

concurso, quedarán integrados en la masa pasiva del con-
curso.

Queda expresamente previsto que las demandas con
incidencia patrimonial contra el concursado que correspon-
da a los Juzgados de Primera Instancia y Sociales, orinará
la inmediata abstención de conocimiento por parte de los
mismos, ordenando el archivo de las actuaciones y debien-
do prevenir a las partes que usen su derecho ante el Juez
del Concurso.

Los procedimientos judiciales declarativos en fase de
tramitación al tiempo de declararse el concurso continua-
rán hasta la firmeza de la Sentencia, a excepción de los
que se hallen en primera instancia y siendo competencia
del Juez del concurso, se estime por éste que deben acu-
mularse al concurso por revestir trascendencia fundamen-
tal para la formación de inventario o  lista de acreedores.

En todo caso, y obviando entrar en otro tipo de procedi-
mientos distintos a los comentados, durante la paralización
de las acciones judiciales, la administración del concurso
dispondrá de la facultad de comunicar a los titulares de cré-
ditos con privilegio especial que se procede a atender su
pago con carga a la masa y sin realización, consecuente-
mente, de bienes especialmente afectos, debiéndose, en
caso de ejercitar tal facultad, proceder de inmediato a sa-
tisfacer la totalidad de los plazos de amortización e intere-
ses vencidos.

 Aspecto interesante de la Ley en este ámbito de los
efectos de la declaración de concurso sobre los acreedo-
res, lo es en el supuesto de que éstos ostenten un crédito
solidariamente configurado en la posición deudora, y todos
o alguno de los que conforman dicha posición sean decla-
rados en concurso. Desde esta óptica, la nueva Ley
preceptúa que el acreedor podrá comunicar la existencia
del crédito a la administración concursal de cada uno de
los concursos, caso de que éstos se tramiten simultánea-
mente, debiendo expresarse en el escrito presentado en
cada uno de los concursos si se ha verificado la comunica-
ción de los demás, adjuntándose copia del escrito presen-
tado y de los recibidos, en su caso.

En cuanto a los contratos sinalagmáticos pendientes de
ejecución, se previene que las usuales cláusulas de reso-
lución de los mismos en caso de declaración de concurso
se tendrán  por no puestas. Asimismo, si una de las partes
hubiese cumplido sus obligaciones y la otra tuviese pen-
diente de cumplimiento las suyas, el crédito o la deuda que
corresponda al deudor se insertará en las masas activa o
pasiva, según corresponda, del concurso.

c) Efectos sobre determinados actos calificables de per-
judiciales para la masa

La nueva Ley, dentro de los sistemas legales compara-
dos posibles en materia de reintegración  de la masa
concursal, viene a optar por el llamado de “nulidad relati-
va”, es decir, que establece como rescindibles los actos
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perjudiciales para la masa activa realizados por el deudor
dentro del periodo temporal de los dos años anteriores a la
fecha de la declaración de concurso, con independencia
del ánimo fraudulento o no en la realización de los mencio-
nados actos.

Existe una serie de presunciones, establecidas, ade-
más, con el carácter de iuris et de iure, en virtud de las
cuales se entiende producido el perjuicio patrimonial antes
aludido, sin necesidad de prueba adicional alguna, siendo
los relativos a actos de disposición a título gratuito y los
actos extintivos de obligaciones con vencimiento posterior

a la declaración de concurso las tasadas como tal por la
Ley 22/2003.

En cualesquiera actos no comprendidos en la dicción
de los anteriormente expresados, el perjuicio patrimonial
deberá ser probado por el ejerciente de la acción rescisoria
en cuestión.

Para el caso de estimación de la acción rescisoria, la
sentencia declarará la ineficacia del acto sometido a im-
pugnación, con condena a la restitución de las prestacio-
nes objeto de aquél, con sus frutos e intereses.
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Elegida NueElegida NueElegida NueElegida NueElegida Nueva Juntava Juntava Juntava Juntava Junta

El pasado día 31 de enero to-
maron posesión los nuevos cargos
de la Junta de Gobierno del Real e
Ilustre Colegio de Abogados, tras
su victoria en las elecciones cele-
bradas el pasado día 22 de diciem-
bre, jurando o prometiendo sus
cargos.

Como sabéis se renovaba par-
cialmente la Junta, eligiéndose los
cargos de Decano, Secretario y Di-
putados 2º, 5º, 6º, 7º y 10º.

Nuestro Decano ha sido reele-
gido para un nuevo mandato y al
igual que la Diputada 6ª, antes Di-
putada 10ª. Los demás miembros
acceden por primera vez a sus
cargos

Nuestros compañeros, José Anto-
nio Blesa Lalinde, Diputado 2º, Isabel
Toral García Diputada 5ª, Carmen
Roigé Colás, Diputada 6ª, Javier Ariño
Barcelona, Diputado 7º y José Miguel
Revillo Pinilla, Secretario, terminaron
su mandato y entregaron el testigo a
los nuevos miembros, pronunciando
unas breves pero entrañables pala-
bras en nombre de todos ellos José
Antonio Blesa.

La ceremonia estuvo presidida por
nuestro compañero y actual Presiden-
te del C.G.A.E. Carlos Carnicer y a la
misma asistieron todas las autorida-
des y representantes de los distintos
organismos y colegios profesionales
del ámbito de la Justicia en Aragón.

Carmina Mayor Tejero
Diputada 5ª

Gema Subirón Garay
DIPUTADA 6ª

Miguel Rivera Marcos
DIPUTADO 7º

Carmen Lasala Porta
DIPUTADA 10ª

Luis Melantuche López
DIPUTADO 2º

 Javier Sancho-Arroyo y López-Rioboo
SECRETARIO

Francisco Javier Hernández Puértolas
DECANO
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Elegida NueElegida NueElegida NueElegida NueElegida Nueva Juntava Juntava Juntava Juntava Junta

FUNCIONES DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA

CARGO NOMBRE FUNCIÓN PRINCIPAL

DECANO Javier Hernández Puértolas Preside y representa al Colegio

VICEDECANO Miguel Ángel Camarero

Charles

Pdte. Comisión Deontología

Sustituye al Decano. Mediaciones

SECRETARIO Javier Sancho Arroyo Secretaría / Deontología

DIPUTADO 2 Luis Melantuche López Honorarios

DIPUTADA 3 Nieves Romano Belenguer Pdta. Comisión Honorarios

DIPUTADO 4 Luis Tomás García Medrano Deontología/Defensa de la defensa

DIPUTADA 5 Carmina Mayor Tejero Servicios Orientación/ Turno de Oficio

DIPUTADA 6 Gemma Subirón Garay Partidos Judiciales/ Nuevas Tecnolog

DIPUTADO 7 Miguel Rivera Marcos Boletín/ Secciones/Formación

DIPUTADA 8 Trinidad Paño Paúl Pdta. Comisiones Turno de Oficio/ S Ivo

DIPUTADA 9 Paloma Ferreira Gotor Honorarios/Nuevas tecnologías

DIPUTADA 10 Carmen Lasala Porta Formación

BIBLIOTECARIO Daniel Bellido y Diego Madrazo Pdte. Comisión Formación/Bibliotecario

TESORERA Begoña Castilla Cardiel Pdta. C. Nuevas Tecnologías/ Finanzas

Todo ello sin perjuicio de los encargos particulares que la Junta Asigne a cada miembro.
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horas de esfuerzo que la previsión de alguien impidió que
se perdieran sin remedio.

Sin duda alguna la inversión en seguridad informática
va a resultar muy rentable para este despacho.

Trasladaremos la situación a alguien más cercano.
El arriba firmante, que diría Pérez-Reverte.
El trastear con la informática como afición desde hace

ya casi veinte años, hace que a un servidor, sus compañe-
ros le otorguen el inmerecido apelativo de experto, por ha-
ber adquirido una amalgama de conocimientos fruto de la
experiencia, y que no me hacen ir más allá de lo que en
jerga informática se llama AU (Avanced User) o usuario
experto o avanzado.

Si en mi despacho profesional se produjera un siniestro
del calibre del ocurrido en la Torre Windsor, poco se podría
recuperar, seamos realistas.

Pero es cierto que existen muchos despachos de abo-
gados, grandes y pequeños, expuestos a problemas de
pérdida de datos por distintos motivos mucho más proba-
bles que un incendio y nunca han considerado la necesi-
dad de realizar copias de respaldo de los datos informáticos
más importantes.

Los efectos de un virus, una avería, una actualización
de sistema operativo, un corte de corriente inoportuno in-
cluso, pueden provocar la pérdida irreparable de datos, da-
tos que en definitiva son nuestro trabajo, nuestro esfuerzo,
y lo que es más importante, se trata de información que
muchas veces no es sólo nuestra, por lo que puede sernos
exigible un plus en la custodia de la misma.

La solución que personalmente utilizo para evitar este
tipo de problemas, más probables que un pavoroso incen-
dio, pero con los mismos efectos en nuestra información,
consiste en, además de utilizar con sentido común mi he-
rramienta de trabajo más preciada, programar una copia
de respaldo de mis datos con carácter diario.

Con esta simple medida, estoy en condiciones de bo-
rrar la i de irreparable a las consecuencias de cualquier
incidencia grave en mi información profesional.

Hace unos días, tomando café, bajo los soportales de
la Plaza del Pilar, en uno de esos descansos entre vista y
testifical, demasiado cortos para volver al despacho y de-
masiado largos para esperar en el edificio de los juzgados,
comentaba estas reflexiones con un compañero.

- ¿Y cómo hago yo eso? -Me comentaba un querido
compañero, tras estrenar despacho y flamante red infor-
mática, y escuchar con rostro preocupado mis
elucubraciones-

Pues es muy simple, basta un grabador de cederrón en
el equipo que guarda los datos, unos cuantos soportes vír-
genes que permitan ser sobrescritos, y uno de los muchos
software de backups o copias de respaldo que existen en
el mercado, desde el propio que acompaña usualmente a
los sistemas operativos, hasta soluciones específicas para
todos los gustos y bolsillos, pudiendo invertir desde cero
euros, ya que hay soluciones gratuitas o freeware, hasta
importantes inversiones si queremos aproximarnos al sis-
tema de la Torre Windsor.

- ¿Y tengo que grabar todo, todos los días?
- No hombre no –le tranquilicé- Tienes que grabar todos

los días, pero no todo. Basta con hacer una copia de segu-
ridad completa de tus datos el primer día, y luego hacer
una copia incremental diaria de tus datos, es decir, de sólo
aquello que ha variado desde la última copia de seguridad,
algo rápido y simple una vez que se coge práctica.

Además no es necesario grabar toda la información que
existe almacenada en el equipo.

SALVEMOS EL BOSQUE
Antonio José Muñoz González. Abogado

Cuando mi compañero Miguel Rivera, desde sus nue-
vas responsabilidades, volvió como suele, a llamarme a las
filas de la colaboración escrita; pero especificándome que
esta vez no para el Boletín de la Agrupación de Abogados
Jóvenes, en el que solía colaborar bajo su coordinación,
sino ahora, desde su nueva tarea en la Junta Directiva del
Colegio, como responsable del Boletín de los «mayores»,
abordé la siempre difícil tarea de buscar un tema de interés
dentro de la línea de mis anteriores artículos relacionados
con el ejercicio de la profesión de abogado y la informática.

El incendio del pasado día trece de febrero de la ya tan
familiar Torre Windsor, y los acontecimientos posteriores;
me dieron el pie que buscaba y a la vez me han hecho
reflexionar nuevamente sobre como la informática ha cam-
biado tanto la forma de trabajar de esta profesión.

Como es público y notorio en el edificio siniestrado te-
nía sus oficinas un reputado despacho profesional, y un
grupo auditor también muy conocido.

En los días posteriores al llameante suceso, si dejamos
a un lado las especulaciones sobre las ya famosas y miste-
riosas siluetas, que campeaban a sus anchas por determi-
nadas plantas del edificio, en plena vorágine del incendio;
y las reservadas entradas y salidas, ora por butrones o puer-
tas secretas, ora a plena luz del día y con autorización judi-
cial, con inconfesables intenciones las primeras, o bien para
rescatar secretos documentos y contratos de cajas fuertes
ignífugas las segundas; me llamó poderosamente la aten-
ción las declaraciones que responsables de comunicación
del afamado despacho de abogados afectado realizaba so-
bre la pérdida de datos sufrida en el incendio.

Las declaraciones públicas que esta persona hacía pue-
den resumirse en minimizar la incidencia del incendio en la
actividad del despacho profesional.

Declaraciones sin duda en parte de cara a la galería -
léase clientes- por que si no, a cuenta de que el Consejo
General del Poder Judicial exhortaba días después a los
órganos jurisdiccionales del foro donde dicho despacho
mantenía hasta cinco mil pleitos abiertos en todas las fases
posibles, a fin de que «fueran comprensivos» con los pla-
zos «improrrogables» que pudieran ser de aplicación, y per-
mitir a los letrados sacar los expedientes del juzgado, si
ello fuera necesario, para fotocopiarlos.

Pero a lo que iba, el despacho afectado presumía que
recuperaría en pocos días la actividad habitual, debido a
que tenía respaldo de los datos informáticos de la firma en
dos ubicaciones situadas en ciudades distintas a través de
una empresa de seguridad informática, con copias de res-
paldo diarias, siendo la última del doce de febrero, es decir,
de la víspera del incendio, y que la pérdida de datos en
papel casi no les afectaba, ya que los datos importantes se
conservaban informáticamente.

Es decir, que la previsión y la inversión en seguridad
informática va a reportar a la firma afectada por el incendio
el incalculable beneficio de recuperar en unos instantes toda
la información perdida, parecía que sin remedio, en las lla-
mas que iluminaron Madrid el trece de febrero.

Desde otra ubicación física distinta al edificio, recupe-
rarán bases de datos de clientes, de contrarios, de provee-
dores, expedientes, documentos redactados o digitalizados,
demandas y querellas interpuestas o que interpusieron a
sus clientes, recursos, resoluciones judiciales obtenidas y
digitalizadas; es decir años de trabajo y cientos de miles de

NueNueNueNueNuevas vas vas vas vas TTTTTecnologíasecnologíasecnologíasecnologíasecnologías
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 Las aplicaciones, los programas, el sistema operativo,
siempre lo puedes recuperar de los discos de instalación.

Pero los documentos, tus escritos, los datos de la base
de datos, la facturación, el correo electrónico recibido o en-
viado, el certificado digital de la Agencia Tributaria, y las
fotos de los niños si las pierdes del disco duro del ordena-
dor y no tienes copia de respaldo, las pierdes para siem-
pre.

Además piensa que si mantienes tus una copia de tus
datos actualizada en un cederrón, además de proteger tus
datos, puedes llevarte el trabajo a casa en un bolsillo si ello
fuera necesario.

También evitas mantener una copia escrita de los do-
cumentos en los expedientes, y al tener la información

NueNueNueNueNuevas vas vas vas vas TTTTTecnologíasecnologíasecnologíasecnologíasecnologías
digitalizada podrás buscar y encontrar antes aquello que
necesitas sin tener que acudir a un archivo polvoriento en
soporte papel.

Ahora que tienes Internet en el despacho, infórmate de
cómo hacerlo. Hay cientos de paginas web que te lo expli-
can paso a paso.

Además, ahora con la firma digital, pronto será posible
presentar escritos en el Juzgado sin necesidad siquiera de
imprimirlos. Tan sólo es necesario que guardes una copia
en el ordenador para el expediente informático, y pronto los
procuradores sólo te mandarán los escritos del juzgado por
email, ahorrando papel y correo.

De esa forma ahorraremos papel, y entre tú, yo, y los
compañeros del Windsor, a lo mejor salvamos un bosque.
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El último fin de semana de Septiembre, tuve el placer de
disfrutar, por vez primera, de una excursión organizada por el
Club de Montaña del Colegio, por lo que, ante la invitación de
sus responsables de elaborar la correspondiente crónica, heme
aquí, presto y dispuesto, para dejar constancia de lo que acon-
teció durante los dos días que conformaron la ascensión a todo
un clásico de nuestro querido Pirineo: la Mesa de los Tres Re-
yes.

Dada la distancia que separa Zaragoza del punto de inicio
de la excursión (el Refugio de Linza, en el término de Ansó), se
acordó con buen criterio por parte de la organización, que lo
más conveniente era salir el día previo y así evitar el madru-
gón. De esta manera, una primera avanzadilla de montañeros
partió el viernes, a las 5 de la tarde, desde el Paraninfo, expe-

dición a la que se irían añadiendo el resto de compañeros. Botas, mochilas y palos de senderista, contrastaban con el duro
paisaje urbano de cemento y hormigón. No obstante, un dulce cosquilleo -que nos resulta ya tan familiar- recorría en esos
momentos nuestros cuerpos: otra salida a la montaña. Así pues, carretera y manta.

La “jornada de aproximación” no os vayáis a pensar que consistió en una dura travesía hasta algún punto perdido en
la montaña, para acometer el día siguiente la ascensión propiamente dicha. Tras producirse el reagrupamiento de todos
los expedicionarios, los mandos consideraron que lo mejor era dotar al cuerpo de los suficientes complementos como para
afrontar con garantías lo que se nos avecinaba. Así las cosas, un mesón ansotano fue nuestro próximo destino. Entre
costillas y pacharanes, surgieron las inevitables tertulias montañeras (que si yo he subido a tal sitio, que si aquel paso no
es para tanto…). Tras varias botellas de tinto, algunos compañeros llegaron a cuestionar la participación de un presente
en la reciente ascensión al Mont Blanc, lo que acabó en animada discusión. Sin darnos cuenta, nos dieron las doce,
momento ideal para poner rumbo a la Borda Changalé, nuestro lugar de pernocta.

Con el alba, diana. Tras dar cuenta de un abundante desayuno, preparado por la responsable de la borda, el grupo de
entusiastas montañeros se dirigió al Refugio de Linza. En media horita de coche alcanzamos el Refugio, instalación
enclavada en un paraje maravilloso, y punto de arranque de nuestra excursión. Por delante, más de 1.000 metros de
desnivel nos aguardaban.

Un decidido Toño Torcal marca rápidamente senda y paso. El grupo, le sigue resuelto. Desde los primeros metros, un
camino bien marcado gana altura por una loma. La expedición no va a dejar de ascender hasta ganar el Collado de Linza,
tras dos horas de marcha. Hasta aquí, el piso es bueno (pastizal alpino y camino de arena muy pisada), lo que hace
cómoda y agradable la caminata. Ya en el Collado, la senda se bifurca: a la derecha, camino al Pico de Petrechema,
espectacular montaña que a pesar de su relativa baja altura (2.377 mts.) resalta en el horizonte por su cumbre piramidal;
y a la izquierda, nuestro objetivo, la Mesa de los Tres Reyes.

A partir de aquí, la senda comienza a descender suavemente, pero de manera prolongada. Toda la altura que se
había ganado se desvanece por momentos, a pesar de lo cual no se cede al desánimo. El pastizal deja paso a un terreno
de pedriza y grandes bloques desgarrados, que forman un paisaje desolador. La vegetación ha desaparecido por comple-
to. Estamos en la Foya de la Solana. Conforme se vuelve a ganar altura, el viento y el frío hacen acto de presencia,
causando las primeras bajas en el grupo. Por si esto no fuera suficiente, una densa niebla amenaza el buen fin de la
excursión. No obstante, los supervivientes no sucumben al desaliento y continúan la marcha. Un camino cada vez más
enhiesto indica que la cima está próxima. Este va ser el tramo más conflictivo, debiendo utilizar el montañero sus dos
brazos para superar los continuos resaltes del camino. Una vez en la parte superior de la Mesa, el grupo todavía tendrá
que superar una pequeña cresta, rebautizada por el Club de Montaña como “Paso de Mahoma II” por sus evidentes
caracteres aéreos (mas de uno tuvimos que atravesarlo raspando la culera, que le vamos a hacer …). Así pues, tras cuatro
horas de marcha hollamos cima, que dirían los pichis.

La Mesa de los Tres Reyes debe su nombre a que, según cuenta la leyenda, en la misma cumbre se reunían antaño
los reyes de Aragón, Navarra y Bearn (Francia) para dilucidar sus contiendas, ya que su vértice es punto de unión axial
entre las tres demarcaciones territoriales. Y, efectivamente, allí arriba nos juntamos aragoneses, navarros y franceses.

Después de hacernos las fotos para el recuerdo, la ventisca y el frío nos obligaron a descender unos metros y comer
a resguardo de las inclemencias. Entre “pitos y flautas” dimos cuenta de un más que merecido almuerzo, acompañado de
buen vino, gracias a la gentileza y buen hacer de varios amigos. Apenas unos minutos para descansar y enseguida para
abajo.

La vuelta se hizo un poco pesada, por el esfuerzo acumulado (en torno a ocho horas andando), no obstante llegamos
al Refugio sin novedad.

Para rematar el día, y ya de vuelta a casa, Juan Iranzo nos agasajó en Jaca con una degustación de jamón y queso,
todo ello acompañado de ricos caldos.

En resumidas cuentas, gran jornada montañera: una ascensión dura pero gratificante, un paraje espectacular y, lo
mejor de todo, el acogimiento y la simpatía con la que fui recibido. Después de lo vivido, seguro que no va a ser la última
excursión que hago con la gente del Club. Un abrazo muy fuerte para todos.

Juan López Jiménez

LA MESA DE LOS TRES REYES.
Crónica de una ascensión Real

Club de Esquí y MontañaClub de Esquí y MontañaClub de Esquí y MontañaClub de Esquí y MontañaClub de Esquí y Montaña
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I.- LA AUTONOMIA DE LA VOLUNTAD

Proceso evolutivo
Toda persona nace y muere, y en este espacio vital

desarrolla su autonomía en función de unas constantes bio-
lógicas y racionales que matizan su propia personalidad.

Según la III Asamblea Mundial de la Organización Mun-
dial de la Salud, se define el recién nacido como “la expul-
sión completa o la extracción de la madre de un producto
de la concepción, independientemente de la duración del
embarazo, que después de dicha separación respira o
muestra cualquier manifestación de vida tal como latidos
cardiacos o pulsaciones del cordón umbilical o algún movi-
miento de la musculatura voluntaria, haya sido o no sepa-
rado del cordón umbilical o unido a la placenta”.

Si se tiene en cuenta que la mayor mortalidad ocurre,
dentro del primer año, durante el primer mes, y dentro del
primer mes, durante la primera semana y primeras horas,
se comprende fácilmente el problema que ha representa-
do la ficción jurídica y humana de considerar como “no per-
sona” los fallecidos en las primeras veinticuatro horas. Por
otra parte, se ha convenido en considerar como recién na-
cido el periodo de vida que transcurre entre el nacimiento y
las cuatro semanas, ya que este tiempo es el necesario
para que el niño, desde el desvalimiento en que nace, muy
superior al de cualquier especial animal, pueda realizar un
ajuste o adaptación fisiológica al medio postnatal.

La personalidad legal del recién nacido viene precisa-
da en el Código Civil y en la Ley del Registro Civil.

El Código Civil empieza sentando en el artículo 29 el
principio de que el “nacimiento determina la personalidad”,
pero después se dejan inspirados los efectos que le sean
favorables siempre que nazca con las condiciones que ex-
presa el artículo 30, según el cual “para los efectos civiles
sólo se reputará recién nacido el feto que tuviera figura
humana y viviera veinticuatro horas desprendido del seno
materno” y lo más seguro es entender, como afirma Alba-
radejo, que el nacimiento para la ley tiene lugar no a la
salida (natural o artificial) del nuevo ser del claustro mater-
no, sino cuando se rompe el cordón umbilical.

De acuerdo con el artículo 30 del Código Civil tales re-
quisitos son:

- Nacimiento efectivo
- Figura humana
- Vida
- Prolongación de la misma durante veinticuatro horas.
Si falta cualquiera de estos cuatro requisitos, el ser “no

nacido” a efectos civiles tiene la consideración de aborto y
se inscribe como tal en el Registro Civil, según el artículo
171 de su Reglamento, que dispone que “se entienden por
criaturas abortivas las que no reúnen las circunstancias
exigidas para que un feto se repute nacido a efectos civi-
les”·

La prueba del nacimiento la constituye la partida del
nacimiento, mientras que la inscripción en el Registro Civil
es un título legitimador de este derecho. Según el artículo
41 de la Ley del Registro Civil, la inscripción de nacimiento
hace fe del hecho, fecha, hora y lugar del nacimiento, del
sexo y, en su caso, de la filiación del inscrito.

La inscripción de nacimiento expresa la historia regis-
tral completa de una persona. Sólo el que tiene personali-
dad puede acceder al Registro, es decir, sólo el nacido que

A fondoA fondoA fondoA fondoA fondo

tenga figura humana y viva veinticuatro horas enteramente
desprendido del seno materno. El artículo 167 del Regla-
mento del Registro Civil dice: “En el parte de  nacimiento se
dará cuenta del nombre, apellidos, carácter número de co-
legiación de quien los suscribe, constará con la precisión
que la inscripción requiere, la fecha, hora y lugar del alum-
bramiento, sexo del nacido y menciones de identidad de la
madre, indicando se es conocida de ciencia propia o acre-
ditada y en este supuesto, documentos oficiales examina-
dos o menciones de identidad de persona que afirme los
datos, la cual con la madre, firmará el parte, salvo si esta
no puede o se opone, circunstancia que también se hará
constar”.

El parte medico, dice Peré Raluy, es “la declaración que
en forma de certificación y con respecto al hecho del naci-
miento y sus circunstancias, formula el facultativo sanitario
que hubiera asistido al alumbramiento. Constituye el com-
plemento normal de la declaración, junto con la que integra
el título de la inscripción ordinaria de nacimiento”.

Desarrollo de la personalidad
Persona y personalidad son dos conceptos íntimamen-

te ligados.
El concepto de persona es básico para el Derecho Civil,

ya que la mayor parte de las instituciones que regula giran
alrededor de las personas físicas o jurídicas. Se considera
persona física al “ser capaz de derechos y obligaciones, o
lo que es igual, de devenir sujeto activo o pasivo en una
relación jurídica”. Para De Castro un concepto exacto de
persona hay que buscarlo en el Derecho Natural y en este
sentido define a la persona como el hombre en su dignidad
racional.

Aunque a veces parecen sinónimos no deben confun-
dirse términos persona y personalidad. Si persona es todo
ser capaz de derechos y obligaciones, por personalidad ha
de entenderse la aptitud para ser sujeto, activo y pasivo, de
relaciones jurídicas. Se es persona, se tiene personalidad.

En Roma, la personalidad no era tributo de la naturale-
za humana, sino una consecuencia del status, el cual tenía
los caracteres de un privilegio o concesión de la ley.

En el Derecho moderno, la capacidad derivada de la
personalidad ya no está ligada a la posesión de cualidad
ninguna, y se le puede considerar como una emanación de
la naturaleza racional humana, en una concepción ius na-
turalista opuesta a la postura formalista, que considera la
personalidad como atributo del Derecho.

El derecho de la persona está formado por un conjunto
de normas que directamente regulan su situación (poderes
y deberes) como tal persona, dentro del ordenamiento jurí-
dico privado. Es conveniente colocar el derecho de la per-
sona en el primer lugar del sistema de Derecho Privado,
pues nos sirve para recordar que el hombre es un prius
respecto al Derecho y que la personalidad no es una sim-
ple fórmula que el ordenamiento pueda llenar con conteni-
dos arbitrarios.

El haz de facultades inherentes a la personalidad es lo
que se reconoce como los derechos de la personalidad.

La persona individual tiene una esfera de poder jurídi-
co; los bienes de la persona que obtienen su protección por
la vía de los efectos reflejos del Derecho objetivo o por la
concesión de verdaderos derechos subjetivos pueden ser
de diversa naturaleza.

AUTONOMIA DE LA VOLUNTAD: LIMITES. HISTORIA CLÍNICA: SU PROYECCIÓN SOCIAL, MÉDICA Y JURÍDICA
Pilar Aguado Borrajo. Dra. Doctora en Derecho y Medicina y Cirugía por la Universidad de Zaragoza
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Hay bienes personales como la vida, el nombre, el ho-

nor; bienes patrimoniales que se desenvuelven en la esfe-
ra de carácter económico que rodean a la persona, y bie-
nes familiares y sociales que representan el poder de la
persona dentro de las organizaciones en que el sujeto se
desenvuelve. La protección de la primera de estas catego-
rías se traduce en los llamados derechos de la personali-
dad.

Gierke los ha definido como “aquellos que garantizan al
sujeto el señorío sobre una parte esencial de la propia per-
sonalidad”.

Los derechos de la personalidad son derechos esen-
ciales, atribuyéndoseles las siguientes notas:

a) Son derechos originarios e innatos, que se adjudi-
can simplemente por el nacimiento.

b) Son derechos privados, aunque participan de ele-
mentos públicos, por lo que la mayor parte de estos
derechos son, a la vez, deberes.

c) Son derechos absolutos o de exclusión, en el senti-
do de su oponibilidad erga omnes.

d) Son derechos extrapatrimoniales, lo que no obsta
para que su lesión pueda dar lugar a consecuencias
patrimoniales por la vía del resarcimiento de daños.

e) Son derechos intransmisibles y no susceptibles de
disposición por el titular.

f) Por último, son irrenunciables e imprescriptibles.
Los derechos de la personalidad tiene escaso desen-

volvimiento en la legislación codificada. El Código de Na-
poleón, a pesar del clima en el que surgió, carece de una
expresa disciplina de los derechos de la personalidad, y
esto ocurre en todos los Códigos Civiles que se modelaron
a imitación del francés.

En nuestro ordenamiento jurídico se observa que en el
Código Civil español no se contiene una expresa regula-
ción de estos derechos, y es sólo por la vía de la protección
penal o por la civil amparada en el artículo 1902 donde puede
obtenerse su protección.

Derechos inherentes a la persona e importancia de los
mismos

La característica del Estado de Derecho no es tanto la
sumisión formal de la Administración a la Ley como el reco-
nocimiento, a favor de los súbditos, de unos derechos pú-
blicos frente al Estado y de un ámbito de libertad que aquél
no puede interferir. Se reconoce una determinada concep-
ción de la Justicia que puede calificarse de personalista,
por afirmar la existencia de unos derechos humanos funda-
mentales y de un fuero de la personalidad jurídica.

Por ello, si el primer manifiesto revolucionario plasmó
en una Declaración de Derechos del Hombre y del Ciuda-
dano, el advenimiento del constitucionalismo supuso la pro-
clamación solemne en las Constituciones de una lista de
Derechos y Libertades considerados como esenciales.

Nuestra Constitución de 29 de Diciembre de 1978, es-
table unos derechos fundamentales, siendo la primera en
el orden jerárquico normativo. Así, en la Sección Primera
del Capítulo Segundo del Título I (artículos 15 al 30), bajo
la rúbrica “De los derechos fundamentales y de las liberta-
des públicas”, consigna una enumeración de los que a su
juicio tienen ese carácter, si bien en otros preceptos fuera
de dicho emplazamiento existe el reconocimiento de otros
derechos igualmente fundamentales. La inclusión de esos
derechos en la Sección Primera es trascendente porque
sólo los recogidos en ella tienen garantizada su protección
por un procedimiento específico: invocación inmediata ante
los Tribunales para reclamar su efectiva aplicación.

Estos derechos son:
- Derecho a la dignidad
- Derecho a la igualdad
- Derecho a la vida y a la integridad física
- Derecho a la libertad personal
- Derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y

a la propia imagen.
Este último se desarrolla en el artículo 18.1 de la Cons-

titución Española. También en desarrollo de este precepto
se ha promulgado la Ley Orgánica de 5 de mayo de 1982,
que define las intromisiones ilegitimas contra dichos dere-
chos y remite, para su protección a la vía penal cuando se
trate de delitos, y si no lo fueran, en las vías procesales
ordinarias, al procedimiento previsto en el artículo 53.2 de
nuestra Constitución y, agotadas estas vías, al recurso de
amparo.

La dignidad de la persona se configura como un dere-
cho dinámico que articula y sistematiza todos y cada uno
de los derechos fundamentales. Por ello Morales Prats tie-
ne razón cuando afirma que los distintos derechos consti-
tucionales no pueden ser contemplados como realidades
normativas inconexas, ni tan siquiera como un sistema de
valores organizados jerárquicamente en sí mismos.

El capítulo III del título I de la Constitución, bajo la rúbri-
ca “De los principios rectores de la política social y econó-
mica”, recoge una serie de derechos que, a diferencia de
los derechos fundamentales y libertades públicas del capí-
tulo II, no son oponibles directamente frente al Estado en
base a la mera declaración constitucional sino que, como
señala el artículo 53.3 de la Constitución, sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo
que dispongan la leyes que los desarrollen y que no pue-
den ser desconocidas ni de ningún modo desvirtuar su con-
tenido. Como tienen el mismo valor jurídico que los restan-
tes preceptos constitucionales, significan un límite a la le-
gislación ordinaria en el sentido de que incurriría en incons-
titucionalidad cualquier norma jurídica que, al desarrollar-
los, impusiera tales restricciones que implicaran un efecti-
vo desconocimiento de los mismos.

Entre ellos está el Derecho a la Salud, recogido en el
artículo 43 y su genérico reconocimiento y protección de la
misma, así como su diversificación en diversas manifesta-
ciones especificas.

El derecho a la Salud se encuentra en intima conexión
con el derecho a la vida y a la integridad física, reconocido
como derecho fundamental en el artículo 15 de la Constitu-
ción Española.

Existe un derecho a exigir una prestación de asistencia
vital, ya que aunque debemos de procurar el mejor estado
de salud, el hombre enferma y tiene que ser tratado, duran-
te el diagnostico, evolución, y curación con secuelas o no.

La expresión derechos del enfermo hace referencia a
una parte del todo que supone el derecho a la Salud que
abarca tanto el hombre enfermo como el sano y que se
inscribe en la esfera de los derechos humanos fundamen-
tales.

Con respecto a los Derechos del Enfermo en nuestra
legislación se pueden comentar una serie de disposiciones
que se han sucedido en el tiempo:

- Anteproyecto de la Ley de Hospitales de 1965 y Ser-
vicios de la Seguridad Social de 1972.

- Orden Ministerial para el Reglamento de Régimen y
Servicios de la Seguridad Social de 1972.

- Anteproyecto de la Comisión Central de Coordinación
Hospitalaria, editado en 1974
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- Real Decreto sobre “Gobierno y Administración de los

Servicios Hospitalarios y garantías de los usuarios de
los hospitales”

- El INSALUD en 1 de octubre de 1984 pone en mar-
cha el “Plan de Humanización de Hospitales” que re-
coge como instrumento básico la “Carta de los dere-
chos y deberes de los pacientes”, valido sólo en IN-
SALUD.

La Ley General de Sanidad, de 25 de abril de 1986, esta-
blece unas normas válidas en todo el territorio nacional:

- El Título Preliminar habla del Derecho a la Protección
de la Salud.

- En el artículo 10 se establecen los Derechos del En-
fermo.

- En el artículo 11 se regulan los deberes de los mismos.
El artículo 10 establece como Derechos del Enfermo:
1) Respeto a la no discriminación y a su personalidad,

dignidad humana e intimidad.
2) Información de los servicios.
3) Secreto y confidencialidad de toda la información

relacionada con su proceso y con su estancia en las
instituciones sanitarias.

4) Docencia e Investigación que lleva implícito el dere-
cho a ser advertido de que los procedimientos  diag-
nósticos o terapéuticos utilizados en su enfermedad
pueden ser usados en proyectos docentes o de in-
vestigación, siendo necesaria la aceptación por es-
crito del paciente y de la Dirección del Centro.

5) Información de su proceso.
6) Elección del tratamiento y consentimiento.
7) Asignación de médico interlocutor.
8) A que se le extienda certificado acreditativo de su

estado de salud, cuando su exigencia se establezca
por una disposición legal o reglamentaria.

9) Negativa al tratamiento excepto en lo señalado en
el artículo 6º, debiendo solicitar el alta voluntaria.

10) Participación
11) Historia clínica e informe de alta
12) Reclamación
13) Libre elección de médico
14) A obtener medicamentos que se consideren nece-

sarios para promover, conservar o establecer la sa-
lud en los términos que se establezcan en la Admi-
nistración del Estado.

15) Derechos en Centros privados
El artículo 11, señala los Deberes del Enfermo:
1) Prescripciones sanitarias
2) Cuidado de instalaciones
3) Responsabilidad en el uso
4) Alta voluntaria, debiendo firmar el documento de alta

voluntaria en los casos de no aceptación de trata-
miento. En los casos de negativa, a propuesta de la
Dirección podrá darse el alta. El informe de alta tie-
ne una regulación especifica en la Orden de Gobier-
no de 6 de septiembre de 1984.

El 15 de mayo de 2003 ha entrado en vigor la Ley 41/02
de 14 de noviembre, reguladora de la autonomía del pa-
ciente y de derechos y obligaciones en materia de informa-
ción y documentación clínica, plasmando una técnica libe-
ralizadora frente a la regulación anterior.

De todos los derechos del enfermo citados en el artícu-
lo 10 de la Ley de Sanidad remarcaremos algunos por su
importancia, como es el derecho de información de su pro-
ceso, elección de tratamiento y consentimiento, negativa al
tratamiento; historia clínica e informe de alta.

La relación médico-enfermo se ha caracterizado por ser
una relación de confianza que normalmente quedaba limi-
tada por los escasos medios que el médico tenía ante las
agresiones naturales o provocadas de la vida humana, y
de aquí la amplia y reforzada protección que ha gozado
tradicionalmente por el Derecho.

El avance de las ciencias biomédicas y las radicales
modificaciones de ciertas concepciones sociales, éticas y
jurídicas han introducido profundas transformaciones en las
posturas anteriores. La medicina ha modificado su capaci-
dad para hacer frente a muy diferentes procesos patológi-
cos y aumentar la expectativas y calidad de vida y de este
modo se ha reafirmado el proceso de autonomía individual,
en el sentido de que cada persona sea dueña de su propio
destino, y ello de acuerdo con el respeto al pluralismo ideo-
lógico. Así se plantea la legitimidad de la negativa a recibir
un tratamiento médico aunque sea vital o, incluso, de asu-
mirlo aunque no ofrezca perspectiva de mejora. Así, la dig-
nidad humana queda configurada como centro alrededor
del cual figuran respuestas éticas y jurídicas.

Ilustres juristas italianos mantuvieron posturas contra-
rias respecto al derecho de rechazar un tratamiento. Entre
ellos, Silvio Lessona, que pregonaba el interés estatal fren-
te al particular, y Mortati que, por el contrario, mantenía la
postura del derecho a estar enfermo, rechazando toda im-
posición de un tratamiento en cualquier clase de enferme-
dades que no repercutiesen sobre la salud de los demás.

La Ley General de Sanidad Española arranca desde la
perspectiva de un reconocimiento amplio de los principios
de libertad y consentimiento. El artículo 10, apartado 9, es-
tablece prima facie el derecho a la negativa al tratamiento
como regla general.

En los supuestos de negativa al tratamiento nos encon-
tramos en un conflicto entre el derecho del libertad del pa-
ciente y el derecho a la salud. En ocasiones, este conflicto
viene agravado por la concurrencia de un riesgo para la
vida o la integridad física del enfermo. Se plantea en mu-
chas ocasiones no sólo un conflicto  jurídico sino también
ético entre el modelo de beneficencia que atribuye la deci-
sión al médico y el modelo de autonomía que potencia la
libertad del paciente.

La falta de solicitud del alta voluntaria no altera la vali-
dez y eficacia de la renuncia al tratamiento.

Los casos establecidos en el apartado 6º del artículo 10
de la Ley General de Sanidad como excepciones al princi-
pio de consentimiento constituyen una lista de números clau-
sus, es decir, que ni la Administración sanitaria ni el médico
tienen competencia para ampliarlos. Estas son: salud pú-
blica, incapacitados y menores, y situaciones de urgencia.

El enfermo deberá obtener la información debida, en
términos comprensibles, a él o a sus familiares, continua-
da, verbal y escrita, que le aclarará la situación sobre diag-
nóstico, pronóstico y alternativas de tratamiento, entre las
cuales tendrá libertad de elección y en función de todo otor-
gará su consentimiento.

Durante mucho tiempo no se acudió al consentimiento,
que sólo se presumía, al actuar en beneficio del paciente.
Ante la perspectiva de situar en múltiples ocasiones al mé-
dico como responsable del delito de omisión de socorro fue
adquiriendo cuerpo de naturaleza el derecho del paciente
a dar su consentimiento al tratamiento o a rechazarlo.

Jurídicamente encontramos dos orientaciones totalmen-
te opuestas en materia de consentimiento: La tradición jurí-
dica latina tendente a su irrelevancia y la tradición anglo-
americana contraria, pregonando el Derecho a la salud y
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manifestando que nadie puede dañar a otro en su vida,
salud, libertad y propiedad.

Es precisamente la Ley de Sanidad de 25 de abril de
1986 la que introduce la necesidad de una información au-
téntica que traiga como consecuencia un consentimiento
adecuado a la mayor o menor gravedad de la enfermedad
o la intervención, y teniendo en cuenta la extensión progre-
siva de su prestación para evitar cualquier posible respon-
sabilidad. El derecho del paciente a ser informado, recono-
cido en la legislación española, es una pieza clave para
poder emitir libremente tanto el consentimiento al tratamiento
(consentimiento informado) como para expresar su recha-
zo. El derecho de rechazo al tratamiento es un derecho
personalísimo, por lo que entendemos que los familiares o
personas allegadas en los supuestos de incapacidad no
tienen legitimación para ejercitarlo, si el médico estima acon-
sejable el mismo; en este caso deberá solicitar la corres-
pondiente autorización judicial.

El apartado 15 del artículo 10 de la Ley General de Sa-
nidad extiende el derecho a negarse al tratamiento también
a los servicios sanitarios privados.

No se puede obligar jurídicamente al médico a actuar
contra la voluntad del paciente manifestada de forma ex-
presa, libre y con plena capacidad, que rechaza el trata-
miento, ni tipificar como delito de omisión la actuación del
médico respetuoso con la voluntad del enfermo.

Sí que es cierto que, en los supuestos de negativa al
tratamiento, nos encontramos con un conflicto entre el de-
recho de libertad del paciente y el derecho a la salud. En
ocasiones, este conflicto viene agravado por la concurren-
cia de un riesgo para la vida o la integridad física del enfer-
mo.

Un derecho importante señalado por la Ley de Sanidad
es el de que quede constancia por escrito de todo el proce-
so del enfermo al finalizar la estancia del usuario en una
Institución Hospitalaria.

II.- HISTORIA CLÍNICA: SU PROYECCIÓN SOCIAL, MÉ-
DICA Y JURÍDICA

Introducción
La Historia Clínica existe en función de la necesidad de

salvaguardar una información, tanto para su uso inmediato
asistencial como para la acumulación de experiencia que
nos permita prosperar en la producción de los conocimien-
tos sobre la enfermedad y la asistencia. Es un registro de
datos recopilados con la finalidad de atender sanitariamen-
te a un paciente, tanto en el presente como en el futuro, y
no sólo en el campo estrictamente asistencial, sino tam-
bién y con la misma intensidad en los ámbitos preventivo y
rehabilitador.

La historia clínica debe contener los datos suficientes
(administrativos, clínicos y de curso evolutivo) para identifi-
car al paciente tanto individualmente como en su contenido
social. Estos datos han de ser plasmados según el orden
cronológico en que ocurrieron, de forma que justifiquen el
diagnóstico y garanticen el resultado final. La historia clíni-
ca es el documento clínico más importante, ya que actúa
como vehículo de transmisión de esa información a través
del espacio y del tiempo, y puede considerarse en un hos-
pital como el eje del sistema de información hospitalaria.

Los orígenes de la historia clínica son tan antiguos como
los inicios de la propia ciencia médica. Si nunca se hubie-
ran registrado de alguna forma los signos y síntomas de las
enfermedades, nunca se hubiera podido escribir sobre pa-

tología. Las primeras referencias sobre temas médicos son
recopilaciones de casos clínicos. Uno de los más antiguos
que han llegado hasta nuestros días es el papiro de E. Smith,
de origen egipcio, escrito alrededor del año 1600 antes de
Jesucristo y que describe perfectamente bien 48 casos clí-
nicos.

Actualmente la historia clínica se considera un docu-
mento abierto, formado a su vez por un conjunto de docu-
mentos progresivamente más numerosos y complejos de-
bido al desarrollo de las ciencias clínicas, en los que se
registran datos e información y que se archiva en un área
de depósito.

Los factores que condicionan el protagonismo de la his-
toria clínica en la actividad asistencial son:

- La especialidad médica: Actualmente el especialista
trata al paciente por un cuadro patológico concreto, y
no está familiarizado con el cuadro total de la salud
del mismo. Así, la fragmentación del perfil médico del
paciente tiende a aumentar a medida que las espe-
cialidades lo hacen. El especialista de hoy sólo pue-
de recurrir a la información que le brinda la historia
clínica para tener una visión global sobre la salud de
su paciente.

- La movilidad: hoy día al menos una quinta parte de la
población general se muda anualmente, y en estos
casos es difícil mantener la continuidad de la aten-
ción por parte de un médico de familia, por un grupo
de especialistas o por una institución. La historia clí-
nica aumenta su importancia en estas condiciones,
ya que puede proporcionar todo el armazón estructu-
ral para una atención médica integrada y con conti-
nuidad.

- El medio ambiente: Ha cambiado, debido a distintos
contaminantes que hemos introducido nosotros mis-
mos y que son capaces de alterar la salud y producir
estados tóxicos y patológicos. Los datos referentes a
la interacción entre la persona y su ecosistema (hábi-
tos tóxicos, lugar de trabajo, profesión,...) se encuen-
tran registrados en muchos lugares, y uno de ellos es
la historia clínica del paciente.

- La forma de enfermar: Tiene diversos condicionan-
tes, con respecto a décadas anteriores. Hoy día, mu-
chos de los cuadros patológicos constituyen un esta-
do crónico que obliga a acumular gran cantidad de
información sobre las personas a través de largos
periodos de tiempo, información que queda perfecta-
mente registrada en la historia clínica.

Las historias clínicas plantean problemas éticos y jurí-
dicos en su elaboración y manejo, pueden ser consultadas
por profesionales de muy diversas ramas y con finalidades
totalmente distintas. Podemos clasificar a los usuarios fun-
damentalmente en tres grupos:

- Usuarios primarios: En este grupo se incluyen los
médicos y demás profesionales sanitarios que inter-
vienen de manera directa en el cuidado del paciente.
Hay que tener en cuenta que la historia clínica se con-
vierte en un medio de discusión abierta o foro para el
equipo médico. Así, las historias clínicas actúan como
un medio de comunicación entre los diferentes espe-
cialistas que tratan al paciente, y sirven de punto de
referencia para el tratamiento de futuras enfermeda-
des. También tienen una utilidad docente, tanto para
los propios médicos que la confeccionan como para
los estudiantes de medicina, ya que les sirve de ayu-
da para relacionar la teoría con la práctica médica. La
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historia clínica permite el seguimiento de aquellos
pacientes con enfermedades crónicas, para valorar
así la eficacia del tratamiento suministrado. Igualmente
permite realizar estudios estadísticos sobre diferen-
tes aspectos de la información que recoge. Por últi-
mo, la historia clínica es el medio idóneo para realizar
evaluaciones, tanto prospectivas como retrospectivas,
de la calidad de la asistencia que ha recibido el pa-
ciente a través del análisis de los diferentes documen-
tos que la integran.
También son usuarios, y por tanto no requieren auto-
rización para el acceso a los historiales médicos: el
director del Centro, al realizar sus deberes gerencia-
les, y el personal de historias clínicas, cuando sea
necesario para llevar a cabo funciones propias del
Departamento.

- Usuarios secundarios: Aquí se incluyen las entidades
pagadoras. Para el acceso de éstas a la información
contenida en la historia se requiere la autorización
previa de la Dirección del hospital y, salvo indicación
del paciente, lo correcto es la entrega de un informe
donde consten sólo los servicios prestados y los re-
cursos utilizados, pero en ningún caso una informa-
ción clínica.

- Usuarios sociales: aquí están comprendidos los cen-
tros oficiales de salud pública que utilizan la historia
clínica como fuente fundamental de datos para la rea-
lización de estudios estadísticos y epidemiológicos de
determinadas enfermedades, así como para llevar a
cabo una planificación sanitaria adecuada. El acceso
de éstos a la información se hará mediante personal
acreditado ante la Dirección del Centro.

• Otro grupo son los investigadores médicos y so-
ciales; como dice el Código Deontológico, el ac-
ceso a las historias clínicas con fines de investi-
gación es una exigencia reconocida, siempre que
se respete el secreto profesional y la intimidad de
las personas. La historia clínica proporciona da-
tos sobre las pautas de enfermedad y los efectos
de ésta sobre la vida diaria, incluyendo la salud y
la seguridad laboral.

• Las compañías de seguros, para la determinación
de los riesgos al suscribir un seguro.

• La Administración de Justicia, para la cual no hay
que olvidar que la historia clínica es un documen-
to médico-legal, y como tal puede ser requerido
como prueba en el juicio de materias tanto civiles
como criminales.

Refiriéndonos al procedimiento civil, el médico el hospi-
tal pueden acogerse al secreto profesional para no remitirla
si es solicitada, a no ser que lo autorice el propio paciente.
El Código Civil declara como inhábiles para testificar a “los
que están obligados a guardar secreto por su estado o pro-
fesión, en los asuntos relativos a su profesión o estado”.

Con respecto al procedimiento penal, nuestra Constitu-
ción recoge el derecho de la persona a no declarar contra
sí misma, y a no confesarse culpable. Así, la información
dada por una persona para recibir atención médica no po-
drá ser utilizada contra sí misma en el curso de un proceso
penal sin que ella preste su consentimiento. Por lo tanto, si
dicha autorización no existe, el médico o el hospital pueden
negarse a remitir la historia clínica sin incurrir en delito. Esto
se contrapone con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Po-
der Judicial, que establece el deber de colaborar con los
Jueces y Tribunales. Existe un vacío legal específico sobre
la dispensación de declarar o la posibilidad de alegar el

secreto profesional médico. La Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal obliga al médico a notificar cualquier delito conocido
en el desempeño de su actividad profesional, aunque cabe
interpretar que esta obligación implica la cumplimentación
de un parte judicial, y no se refiere a la remisión de la histo-
ria clínica completa. En resumen, cuando la Administración
de Justicia solicita parte o una historia clínica completa, esto
debe de ser autorizado por la dirección del centro. Pero se
plantea una cuestión muy delicada en cuanto al deber de
proporcionar al juez la historia clínica cuando es solicitada
por éste, cuya denegación podría incurrir en dos tipologías
delictivas de acuerdo con el Código Penal (art. 410: des-
obediencia o denegación de auxilio; art: 560: resistencia o
desobediencia a la autoridad).

Finalmente, cuando se trata de facultativos ajenos a la
institución, es indispensable la autorización de la dirección
médica.

Legislación sobre la historia clínica
El artículo 18 de la Constitución garantiza el derecho a

la intimidad personal de todos los españoles, y la Ley Or-
gánica de 5 de mayo de 1982 de Protección Civil el dere-
cho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia
imagen, y reconoce implícitamente el secreto profesional
como un deber.

El Reglamento de la Organización Médica Colegial de-
fine el secreto médico como “aquellas confidencias que por
razón de su profesión el médico recibe de sus clientes, con-
ducentes a recibir a cambio un consejo o un servicio co-
rrespondientes a esta profesión”. Este concepto no queda
restringido tan sólo a aquellas manifestaciones que el en-
fermo hace a su médico, sino a todas aquellas que el médi-
co observe y conozca relacionadas con la enfermedad.

La Ley General de Sanidad, art. 10.5, recoge el dere-
cho del paciente a “que se le den en términos comprensi-
bles a él y a sus familiares o allegados información comple-
ta y continuada, verbal y escrita sobre su proceso, inclu-
yendo el diagnóstico, pronóstico y alternativas del tratamien-
to”. El cumplimiento de éste requisito no puede realizarse
estrictamente si no se mantiene una historia clínica actuali-
zada de dicho proceso.

El Código Penal de 23 de noviembre de 1995 recoge,
en su artículo 199, la pena de hasta cuatro años de prisión
al que viole el secreto profesional y seis años de inhabilita-
ción, y en su artículo 197 se castiga el simple acceso no
autorizado a datos de salud.

En 1996 se habla de realizar una historia clínica proto-
colizada de urgencias, con gran trascendencia para el pa-
ciente y en su evolución posterior.

El Código Deontológico de 25 de septiembre de 1999,
en su artículo 13, desarrolla el acto médico y su inclusión
en la historia clínica, así como la importancia del secreto de
la misma para el paciente, y la colaboración de los médicos
que llevan su asistencia con un profundo sentido ético.

La Ley 6/2002 de 15 de abril de Salud de Aragón dice,
en su artículo 16, que la historia clínica contiene el conjunto
de documentos relativos al proceso asistencial del enfer-
mo, en el que quedarán identificados los médicos y demás
profesionales que hubieran intervenido. En el artículo 17
de esta Ley se establece el contenido de la historia clínica,
que será:

a) Datos de identificación del enfermo y de la asistencia
b) Datos clínicos asistenciales
c) Datos sociales y de condiciones del medio ambien-

te laboral
d) Documentos de voluntades anticipadas si existiesen
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El artículo 18 regula las disposiciones obligatorias y re-
glamentarias de la misma, en cuanto a datos y documen-
tos, gestión, tiempo de conservación, personal, secreto, etc.
Y finalmente el artículo 19 trata de la historia clínica única
por paciente y la recomendación de un sistema de uso com-
partido.

Con la entrada en vigor el 15 de mayo de 2003 de la
Ley 41/02 de 14 de noviembre, reguladora de la autono-
mía del paciente y de derechos y obligaciones en materia
de información y documentación clínica, se ha plasmado
una técnica liberalizadora frente a la regulación anterior que
refuerza, entre otras propuestas, la autonomía del pacien-
te en todo lo referente al derecho de disposición sobre su
salud y sobre el nivel de cuidados que desea recibir. Toda
actuación debe de estar de acuerdo con la ley, la ética y la
denominada lex artis.

La ley regula la historia clínica y la confidencialidad de
la misma. Serán las Comunidades Autónomas las encar-
gadas de fijar sus condiciones, y estos documentos se cen-
tralizarán en un Registro en el Ministerio de Sanidad. A
éste respecto, recordemos la sentencia del Tribunal Su-
premo, Sala de lo Civil, de 1997, condenado a la Comuni-
dad de Madrid a pagar cinco millones de pesetas por los
daños derivados de la desaparición, en el Hospital de la
Princesa, de la historia de un paciente seropositivo.

Problemas médico-legales que plantea la historia clínica
Éstos se refieren fundamentalmente a tres aspectos:
- La confidencialidad de la historia clínica
- Su propiedad intelectual
- El acceso del paciente a su historia clínica

La Confidencialidad
Desde el primer contacto del enfermo con el hospital,

éste está obligado a facilitar datos únicos sobre su identi-
dad como ser social, sobre sus relaciones con otras perso-
nas, sobre sus síntomas, sobre sus antecedentes familia-
res, etc. Todos estos datos son los que configuran y nutren
el inicio de su historial médico.

A éstos se unen los datos procedentes de la explora-
ción clínica y exámenes complementarios realizados y/o
solicitados por el médico para finalmente obtener un diag-
nóstico, un tratamiento y la posible curación de su enfer-
medad.

El médico tiene el deber de guardar el secreto profesio-
nal sobe las confidencias trasmitidas por el paciente y so-
bre todo aquello que, a través de la aplicación de la ciencia
médica, descubra sobre el enfermo.

El paciente tiene derecho a la salvaguarda de toda esta
información. El artículo 18 de la Constitución garantiza el
derecho al honor y a la intimidad personal, y la revelación
del contenido de la historia clínica supondría un atentado
contra el honor del paciente o de las personas que lo ro-
dean.

La obligación de preservar esta información correspon-
de al Centro Médico y al médico. La responsabilidad del
Centro comienza y acaba al aplicar los estándares míni-
mos de seguridad:

1.- Archivo central de historias clínicas.
2.- Control de entradas y salidas, con mención del pro-

fesional que solicita la historia, del responsable del
traslado y de su devolución.

3.- Señal y contraseña de todo el personal que tiene
acceso a las historias clínicas informatizadas.

4.- Negativa de entrega del historial clínico y de ningún
dato contenido en él a la persona ajena sin autori-

zación expresa del paciente, ni a los familiares, sal-
vo en los casos previstos por la ley (menores, inca-
pacitados,...).

5.- Confección de un protocolo en el que se haga cons-
tar la finalidad del estudio en los casos del uso de
historias clínicas con fines extraasistenciales (docen-
tes, de investigación, etc.) en el que conste el com-
promiso que garantice la no difusión de los datos.

Propiedad de la historia clínica
La historia clínica es una elaboración intelectual que el

médico hace de toda la información que conoce del enfer-
mo, cuya finalidad es poder dar una mejor asistencia a éste.
Desde éste punto de vista, es el médico el propietario de
este documento, con la obligación, como dice el Código
Deontológico, de salvaguardar la intimidad del paciente y
conservar los protocolos clínicos y elementos materiales
de diagnóstico.

Esto es así cuando el médico trabaja por cuenta propia,
pero cuando está sujeto a una relación estatutaria, que es
la que afecta a la mayor parte de los médicos al servicio de
la Seguridad Social, la situación es distinta porque:

- Generalmente colaboran varias personas en un mis-
mo proceso asistencial, elaborando conjuntamente la
historia clínica.

- La cumplimentación de la historia clínica forma parte
de las actividades por las que el médico recibe un
salario.

- La finalidad de éste documento no es sólo asistencial.
Por todo esto, se considera al centro sanitario el pro-

pietario de las historias clínicas de los pacientes por él aten-
didos.

El propietario material de la historia clínica es el centro
sanitario, el dueño intelectual es el médico y el titular de su
intimidad es el paciente.

Acceso del paciente a su historia clínica
El artículo 61 de la Ley General de Sanidad establece

que la historia clínico-sanitaria estará a disposición de los
enfermos y de los facultativos que directamente estén im-
plicados en el diagnóstico y tratamiento del enfermo, así
como a efectos de inspección médica o para fines científi-
cos.

Existen variadas razones para no permitir el libre acce-
so del paciente a su historia:

- La historia clínica puede contener datos no aporta-
dos por el paciente, sino por sus familiares y allega-
dos, o juicios u observaciones del personal sanitario,
etc., que privados de su carácter confidencial proba-
blemente no se recogerán en la historia, perdiéndose
por tanto información valiosa.

- Hay que tener en cuenta que la terminología médica
utilizada en la confección de este documento no es
en general comprensible para el paciente, lo que da-
ría lugar a serios errores en la interpretación de la
información que aparece en él.

- Existen muchos casos en los que la revelación de esta
información es perjudicial para la evolución del pa-
ciente, como sucede con los enfermos terminales, por
ejemplo.

- En caso de enfermos con patología psiquiátrica se
suele restringir el acceso a su historial.

Muchas de las reclamaciones judiciales que se plan-
tean hoy día ante los Tribunales proceden de una falta de
información y comunicación al paciente sobre su proceso.

A fondoA fondoA fondoA fondoA fondo
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Tolle recoge una serie de principios guía relacionados
con el acceso del paciente a su historial:

- Los pacientes tienen derecho a toda la información
sobre su enfermedad, y por tanto están capacitados
para acceder a su historia clínica.

- Este derecho sólo se refiere a los datos de carácter
científico relacionados con el diagnóstico y el trata-
miento.

- Se deja a la libre decisión del médico el permitir o no
el acceso del paciente a las notas y juicios subjetivos
realizados por él mismo.

Todos estos problemas podrían desaparecer si al alta
del enfermo se le diese un informe que cumpliese de forma
real la normativa contenida en la Orden de 6 de septiembre
de 1984 del Ministerio de Sanidad, que regulaba la obliga-
toriedad del informa de alta. Éste, según la orden ministe-
rial, debe comprender:

- Datos de identificación del paciente, como son:
• Número de historia clínica y número de registro

de entrada
• Nombre y apellidos, fecha de nacimiento y sexo,
• Domicilio habitual del paciente.

- Datos referentes al proceso asistencial:
• Fechas de ingreso y de alta
• Motivo del alta (curación o mejoría, alta volunta-

ria, fallecimiento, traslado a otro centro...)
• Motivo inmediato del ingreso
• Resumen de la historia clínica, incluyendo aquí

los antecedentes del paciente, la historia actual y
la exploración física.

• Resumen de la actividad asistencial prestada al
paciente

• Diagnóstico principal.
• Otros diagnósticos si proceden
• Procedimientos quirúrgicos y/u obstétricos.
• Otros procedimientos significativos: cateterismos,

biopsias, TAC,...
• Recomendaciones terapéuticas

III.- CONCLUSIONES FINALES

La relación médico-paciente ha cambiado totalmente
de modelo. La protección y promoción del bien salud tiene
estrecha relación con otros valores que no son actos y pres-
taciones sanitarias, y que afectan al núcleo duro de la dig-
nidad de la persona, como es el derecho a la intimidad. Los
datos sobre la salud están protegidos por una plural nor-
mativa, tanto internacional, como el Convenio de Oviedo
de 1997, como nacional, en la reciente Ley 41/2002 Básica
de la Autonomía del Paciente. El derecho de la intimidad y
la confidencialidad están aun dentro de su sensibilidad ju-
rídicamente bien protegidos, pero por ejemplo las bases
de datos genéticos y su protección en la UE (directiva 95/
46/CE) obligan a un desarrollo normativo tanto de la Ley
41/2002 como de otras disposiciones.

El documento dado en Barcelona en que recoge bajo la
forma de “Decálogo del Paciente” sus opiniones y deman-
das supone, según el profesor Albert Jorell, el punto de
partida de líneas de actuación que tengan en cuenta opi-
niones y necesidades.

Actualmente, el movimiento migratorio entre comunida-
des y países de la Unión Europea implica un trasiego de
pacientes que dificulta enormemente la consolidación de
sus datos sanitarios y su conservación.

La Ley estatal de Autonomía del Paciente establece la

obligación de conservación de las historias clínicas al me-
nos cinco años; algunas comunidades han sugerido plazos
más cortos. El problema surge ante su conservación a efec-
tos judiciales, que podría implicar su alargamiento hasta
quince años. No obstante, el Tribunal Supremo sostiene
que el plazo de cinco años para destruir parte de la historia
clínica es legal. El fallo sostiene que este acto no vulnera el
derecho a la tutela judicial.

La tutela de los derechos del paciente, sobre todo a su
intimidad, plasmados en la historia clínica, es susceptible
de diluirse. Cuando registramos la identidad de la persona,
o el historial de la finca, tenemos el Registro Civil y el Re-
gistro de la Propiedad, respectivamente, que con sus ano-
taciones, inscripciones o indicaciones mantienen inerte la
realidad. Pero la historia clínica, que recoge todo el histo-
rial personal y patológico del paciente, está sujeta a vaive-
nes médicos, personales, de ubicación, etc., por lo que es
muy difícil unificar sus datos registral e informáticamente.
De ahí dos connotaciones importantes:

1ª.- La creación de la historia única puede chocar con
principios éticos fundamentales. El “Manifiesto en
defensa de la confidencialidad y del secreto médi-
co” dirigido a la población general y a los profesio-
nales sanitarios (a los que se pide su adhesión), nos
está llevando en muchos casos a intromisiones y
comportamientos no deseados. Con el modelo de
gestión centralizada de la historia clínica única pue-
de llegarse a actitudes delictivas y fraudulentas en
los sistemas informáticos, al perderse el control de
los pacientes y profesionales médicos que la elabo-
ran.

2ª.- El historial clínico de la persona debe de estable-
cerse como bases contractuales de ese “contrato
de servicios” entre médico y paciente. Son eslabo-
nes bien consolidados unos con otros, que llevan a
un conocimiento factible en cualquier momento, por
cualquier médico y paciente que desee conocer su
“estado patológico”.

Son dignos de elogio la “selección de pacientes en ur-
gencias” y la “historia clínica” en las mismas que ayudan a
elaborar, sin solución de continuidad, los demás datos sa-
nitarios que vayan acaeciendo.

La historia clínica debe de recoger con claridad todos
los datos médicos y personales del paciente, realizando esta
labor en cada una de las áreas del sistema sanitario de
cada país.
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